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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Rodrigo Goñi Romero, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señora Representante Liliám Kechichián y señores Representantes Gustavo Bernini, 
Gustavo Borsari Brenna, Eduardo Brenta, Martín Fernández, Alvaro F. Lorenzo, Juan José 
Piñeyrúa, Roque F. Ramos Espíndola y Javier Salsamendi. 


ASISTE: Señor Representante José Carlos Mahía. 


INVITADOS: Ex Directores del Banco Hipotecario del Uruguay, contadora Graciela Pérez Montero, 
contador Gerardo Saxlund, procurador Gustavo Delgado y señor Raúl Giuria. 


SEÑOR PRESIDENTE (Goñi Romero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de ex Directores del Banco Hipotecario del Uruguay, integrada 
por la contadora Graciela Pérez Montero, el contador Gerardo Saxlund, el procurador Gustavo Delgado y el 
señor Raúl Giuria. 


SEÑOR BERNINI.- Lo primero que corresponde es agradecer la presencia de los ex Directores y la 
atención que han tenido con el Parlamento. Es de destacar que esta respuesta no ha sido común en las 
citaciones anteriores a Directorios que estuvieron desde 2000 a 2005; pero la omisión de algunos no 
deja de enaltecer la actitud positiva de otros. 


Nuestros invitados tienen en su poder el material que les hemos hecho llegar. Es de estilo de la Comisión 
entregar previamente los antecedentes a nuestros invitados, para que tengan la oportunidad de analizar y 
profundizar los temas que se están tratando. 


A los efectos de tener una clara idea de la situación, la primera pregunta sería en qué período asumió el 
Directorio presidido por la contadora Pérez Montero. En ese sentido, me gustaría que se puntualice la fecha. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Nuestro Directorio básicamente fue integrado en dos momentos 
diferentes. El contador Gerardo Saxlund y quien habla, integramos el Directorio a partir del 22 de 
setiembre de 2003 y luego, el 5 de enero, se incorporaron el procurador Delgado y el doctor César 
Ausqui. Obviamente, todos cesamos el 29 de marzo de 2005; o sea que estuvimos aproximadamente 
dieciocho meses en el Banco Hipotecario. 


SEÑOR BERNINI.- Como ustedes habrán percibido por el material que les hemos remitido, estamos 
abocados a investigar, con profundidad si es posible, todo lo que ha sido la oportunidad y la legalidad 
de los gastos del período comprendido entre los años 2000 y el 2005. Ustedes saben muy bien que en ese 
período pasaron por la Dirección del Banco, básicamente tres Directorios, haciendo un análisis desde el 
punto de vista de las Presidencias que conformaban esos equipos. 


Concretamente, de acuerdo al material al que hemos podido acceder, estamos basándonos en las auditorías 
que realizó tanto este Directorio como el que presidió la contadora Pérez Montero, atendiendo a una serie de 
irregularidades. Para ser bien franco, ante el análisis de los hechos, hemos tenido la sensación y hemos 
constatado -hablo a título individual- ciertas irregularidades en cuanto a situaciones complejas que han 
ocasionado pérdidas al Banco, en materia de construcción de viviendas -se tomó al azar, en forma, diría casi 
paradigmática, los complejos CH 153 y el 1 40; las auditorías fueron iniciadas en ese período que presidió la 
contadora-, en gastos de publicidad -lo que también se da fundamentalmente hasta setiembre de 2003- en 
viajes al exterior, viáticos, gastos de representación, etcétera, así como al tema del Plan Fénix y SADUF. 


Quiero, a título personal, preguntar con la franqueza que corresponde. He percibido que a partir de la gestión 
iniciada por el Directorio integrado en el año 2003 hubo un cambio de calidad respecto a la acción de los 
Directorios anteriores. 


Mi pregunta es muy concreta: ¿qué encontraron cuando llegaron al banco? Me estoy refiriendo a cuál fue la 
actitud que asumieron como nuevo Directorio que comenzó a hacer, además de investigaciones a través de 
auditorías, reestructuras y cambios de gerencias. Como tengo la ventaja de haber conocido en parte esa 
realidad, aunque desde otro lugar, me parece muy importante que lo esclarezcan al conjunto de los 
integrantes de la Comisión dándonos una opinión. 


Sé que este punto es muy amplio, pero creo que nos entendemos cuando hablamos de esto. En definitiva, 
queremos saber cómo encontraron al Banco, qué tipo de situaciones hallaron y cómo trataron de iniciar esa 
gestión para poder corregir las irregularidades. Parto de esa base porque así lo demuestran los hechos y 
muchos aspectos en cuanto a la gestión anterior, y sería útil para la Comisión que este equipo presidido por la 
contadora Pérez Montero nos pudiera esclarecer la realidad que encontraron en el Banco y lo que se 
plantearon como urgente, a efectos de realizar una gestión adecuada a la responsabilidad que se les había 
encomendado. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Parte de esa pregunta la hemos contestado cuando estuvimos en la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de Representantes, en cuanto a 
explicitar cuál era la situación del Banco Hipotecario cuando llegamos y en qué contexto estábamos, 
desde el punto de vista de las normas jurídicas. 


En diciembre de 2002 se aprobó la Ley N* 17.596, que reformó la Carta Orgánica del Banco, con vigencia a 
partir del 13 de diciembre de ese año, y hasta la fecha en que este Directorio se integró, total o parcialmente, 
no se había aprobado todavía un nuevo plan de acción que tuviera en cuenta las modificaciones -que en algún 
caso fueron sustanciales- que la nueva Carta Orgánica le imponía al Banco. 


Desde el punto de vista interno, podemos decir que lamentablemente el Banco no tenía un registro único de 
clientes. Hasta ese momento -creo que hasta ahora porque todavía lo no tiene- los registros se hacían por 
número de hipoteca; una persona podía tener más de una hipoteca y, por lo tanto, no se podía detectar cuántas 
había por cliente. Ese problema implicaba también la imposibilidad del Banco de saber cuánto representaba 
por cliente en términos de ahorrista y cuánto en términos de deudor, lo que impedía un tratamiento único del 


cliente por los funcionarios bancarios. Es decir que venía un cliente y los funcionarios tenían que adentrarse 
en distintos programas para poder saber cuál era su calidad en términos de ahorrista o de deudor. Por lo tanto, 
el tratamiento que se podía dar al cliente era bastante confuso. 


Adicionalmente, el Banco estaba estructurado de forma tal que así como no se tenía una visión única del 
cliente, tampoco se tenía desde el punto de vista físico, lo que implicaba que el cliente era tratado como 
cliente 1 por su calidad de ahorrista y, a la vez, como cliente 2, como deudor. Desde el punto de vista físico, 
esto significaba que el cliente podía estar subiendo y bajando pisos por el Banco Hipotecario según en qué 
área específica quisiera presentar su problema. 


El Banco no contaba con un registro único de inmuebles, independientemente de que tampoco tenía un 
registro único de inmuebles de garantía, o sea, de inmuebles hipotecados. Esto planteaba más de un 
problema. Insisto: el Banco no disponía de un registro único de los inmuebles de su propiedad, los que tenía 
en su patrimonio, en la medida en que no existía ni siquiera un inventario, cosa que nos preocupó desde el 
primer momento. Tampoco existía un inventario actualizado de la tasación de las garantías, cosa que también 
había sido objeto de algún pronunciamiento de los auditores en el pasado, más aún teniendo en cuenta las 
modificaciones de las normas bancocentralistas en términos del riesgo que implicaba para cualquier banca en 
particular, la banca con créditos hipotecarios. 


Desde el punto de vista de regímenes de venta sí existían normas específicas; por eso realmente me 
asombraron los comentarios del señor Presidente, arquitecto Piperno; según él, hubo funcionarios del Banco 
que le dijeron que cuando se ponía en venta un inmueble había dos unidades que se separaban por cada 
Director. Realmente eso nunca pasó con nuestro Directorio, en ningún caso, porque ya existían normas muy 
claras -con las que uno podía estar de acuerdo o no- en cuanto al procedimiento de venta de los inmuebles. 
Nosotros las cambiamos, pero eso no significa que no existieran; existían, claramente. Las cambiamos 
porque entendíamos que teníamos que adecuarlas a las tasas de interés del momento, a dar procedimientos, a 
prever que si el cliente era ahorrista tuviera un derecho de preferencia según el puntaje del ahorro y que 
luego, si los ahorristas no estaban interesados en las viviendas, pudiéramos abrir la cancha -porque el Banco 
tenía muchos inmuebles- para ahorristas que no cumplieran con los puntajes mínimos. Simplemente, lo 
hicimos para ordenar -inclusive, por la experiencia que ya había tenido el señor Giuria- y para abrir más la 
cancha a los clientes a los efectos de colocar mayor número de viviendas. Pero procedimientos estrictos y 
reglados había -eso sí había-, y reitero que lo que nosotros hicimos luego fue modificarlos para tratar de 
colocar más viviendas. 


El problema era que no existía un inventario de viviendas, lo cual implicó que en muchos casos nosotros 
tuviéramos que dirigirnos a cada Gerente de sucursal -en ese entonces teníamos 26 sucursales en el interior y 
creo que todavía las tenemos- y mandarle un listado que había en "excel", en planillas comunes -no en un 
registro sistematizado- para que ellos chequearan, sucursal por sucursal, si las viviendas todavía estaban en 
poder del Banco, si habían sido concedidas, puestas en venta, etcétera. Ese realmente era un problema serio 
del Banco. 


Luego, por supuesto, toda la parte interna de funcionamiento del Banco se ajustaba a esa visión o no visión - 
si tengo que juzgarla- de cliente dividido en cuanto a su tratamiento. 


Cuando nosotros llegamos al Directorio lo primero que vimos fue la falta de un plan de acción. Eso llevó a 
que en dos meses tuviéramos listo el plan de acción del Banco. El plan de acción del Banco fue aprobado en 
diciembre de 2003 -o sea, a los tres meses de haber llegado al Banco-, y era muy ambicioso, pero también 
tenía en cuenta procedimientos que, hasta ese momento, el Banco no había podido implementar, como la 
separación de las carteras en cartera social y cartera comercial. 


A partir de la creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la ley 
que determinó que el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización pasara a ser administrado directamente por 
esa Cartera, el Banco Hipotecario -por 1991 o 1992- dejó de percibir ese fondo como subsidio. Por lo tanto, 
el Banco no percibía subsidios en forma directa. Como ustedes bien saben, los subsidios tienen que ser 
aprobados en la Ley de Presupuesto, entonces no los percibía, salvo por leyes especiales por las que luego se 
fue capitalizando al Banco por las pérdidas acumuladas básicamente a partir del año 2002. Pero, de hecho, 
esto encubría una situación de financiamiento bastante complicada: el Banco se financiaba con fondos de 
corto plazo cuando sus activos estaban a largo plazo. Obviamente, eso creó un "gap" temporal, motivado, 
además, por el hecho de que sus activos estaban valuados en Unidades Reajustables y sus pasivos, 


básicamente, en moneda extranjera, en dólares estadounidenses. Esto, luego de la crisis de 2002, obviamente 
produjo un quiebre muy importante en la situación patrimonial y financiera del Banco. 


La situación del Banco cuando nosotros llegamos implicó -reitero- el hecho de tener que analizar lo que 
preconizaba la Ley N* 17.596 que, en lo particular -salvo por algunos ajustes menores- creo que es una muy 
buena ley. Se dictaminó, por ejemplo, que el Banco dejara de construir, cosa que -lo digo enfáticamente- me 
parece que es una de las mejores soluciones que tuvo la Ley. Ya está demostrado -no hay que demostrarlo- en 
cualquier borrador al que ustedes entren, del Banco Mundial, del BID, de la CEPAL, de estudios de hace 
cuarenta años, que los subsidios no se pueden dar a la oferta; en vivienda, los subsidios se tienen que dar a la 
demanda. Por lo tanto, los subsidios se tienen que dar a quienes demandan las viviendas, a los potenciales 
clientes que van a utilizarlas. Es más: esos subsidios tienen que ser diferenciados. Eso, en parte, se recogió en 
el año 1991 con la creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del 
SIAV, Sistema Integrado de Acceso a la Vivienda. 


Lamentablemente, el Banco siguió construyendo a partir del año 1992, sin subsidios y de alguna manera se 
siguió tolerando -creo que por todo el espectro nacional- el hecho de que el Banco siguiera subsidiando sin 
tener la contraparte de los subsidios que daba. Los subsidios los daba, básicamente, a través de las tasas de 
interés, o a través de menores precios en relación a los costos de construcción. Eso implicó -reitero- que una 
de nuestras preocupaciones fuera diferenciar la cartera social de la cartera comercial del Banco, en la medida 
en que entendíamos que este, por su nueva Carta Orgánica, no tenía legitimación activa para otorgar 
subsidios. Como no existía norma legal que amparara al Banco Hipotecario para otorgar subsidios, el Banco 
no podía otorgarlos. Esto implicaba tener que revisar la cartera, analizar quiénes habían recibido subsidios del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o del Banco Hipotecario a través del 
Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, en el momento en que el Banco podía usar esos fondos y, a 
partir de 1992, en qué situación habían quedado todos aquellos clientes que de alguna manera habían recibido 
subsidios por parte del Banco. 


Eso implicaba una tarea de coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que creo que fue realmente fructífera. Era un tema muy largo; había que analizar -no sé cuántos 
clientes tendrá el Banco ahora, pero en ese momento había alrededor de 90.000- quiénes eran deudores 
hipotecarios y promitentes compradores, ya fuera en dólares o en UR. Repito: había que hacer un estudio de 
esos 90.000 clientes para ver realmente cuáles eran de cartera comercial y cuáles de cartera social. 


En el plan de acción se establecieron los criterios para diferenciar unos de otros y se puso nuevamente como 
punto crucial el hecho de dividir la cartera de clientes del Banco en cartera social y cartera comercial. De ahí 
en adelante, se coordinaría con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que 
era el que tenía los fondos-el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización-, a los efectos de poder otorgar 
subsidios a los potenciales usuarios de viviendas que, por las condiciones de ingreso, tenían derecho al 
subsidio establecido en el régimen del SIAV. 


Todo este proceso culmina en el plan de acción que yo les mencionaba, que fue aprobado creo que a fines de 
diciembre de 2003. En particular la coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente termina con tres convenios que se firmaron el 15 de julio de 2004. El primero de esos tres 
convenios implicaba el reconocimiento por el Poder Ejecutivo de la cartera social del Banco y, por lo tanto, la 
utilización del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, que no había sido vertida en su momento al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a los efectos de poder utilizar esos 
fondos reconociendo qué clientes eran cartera social dentro del Banco, mejorar su situación y estudiar caso 
por caso. En esa situación, se estableció un análisis caso por caso en base a reglas de carácter general que 
estaban establecidas en ese convenio. 


El segundo convenio, dado el volumen de viviendas que tenía el Banco -que también habían sido 
categorizadas como viviendas comerciales y viviendas sociales, de acuerdo con el régimen del SIAV; esto es, 
teniendo en cuenta el valor máximo que podía tener una vivienda a efectos de su adscripción al régimen del 
SIAV-, establecía la separación de las viviendas construidas que podían ser ofertadas al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Este, a su vez, podía utilizarlas a través del régimen 
del SIAV. Por lo tanto, ese segundo convenio -en el que se incluyó un inventario de las viviendas que en ese 
momento había en los 19 departamentos y que, en acuerdo con el Ministerio, entendíamos que podían estar 
integradas al régimen del SIAV- implicaba que el Ministerio pudiera ofertar esas viviendas a todos los 


inscriptos en el SIAV.. Un tercer convenio establece que si algún deudor no estaba en condiciones de 
acogerse en el primer o el segundo convenio -por problemas de ingreso o por lo que fuese-, el Ministerio - 
reitero que era el que recibía el subsidio del FONAVI- podía darles una solución de tipo comodato; en 
realidad es un arrendamiento. En ese caso se le abonaba al Banco un arrendamiento -creo que no mayor a 
$ 1.200, o $ 1.500- más los gastos comunes, si era un departamento, por un período máximo de seis meses, 
con posibilidad de prórroga por parte del Ministerio por otros seis meses más, hasta tanto se le pudiera dar 
una vivienda. 


El tercer convenio refiere a este régimen de arrendamiento para aquellos casos que no podían ser incluidos ni 
en el primero ni en el segundo, es decir, eran deudores cuya situación podía ser solucionada a través de las 
tres escalas del régimen del SIAV, esto es las 853 UR, las 725 y las 548; no recuerdo exactamente las cifras, 
hace tiempo que vimos eso. Si aun con ese subsidio, alguno de ellos no podía pagar la cuota y no usaba el 
régimen de permuta -que lo aprobamos nosotros en enero de 2004; la permuta para promitentes compradores- 
forzosamente tenía que ser lanzado. 


Si no podía admitir la permuta, forzosamente tenía que ir al régimen del tercer convenio, lo cual implicaba 
para el Ministerio que la persona no era desalojada de esa vivienda, la mantenía, se rescindía el contrato de 
mutuo acuerdo y el Ministerio se encargaba, durante seis meses o un año, de pagar el alquiler hasta tanto se 
pudiera dar una solución definitiva. 


Reitero que el tercer convenio era muy importante, porque cuando nosotros llegamos también vimos que 
existía una cantidad -no era exorbitante; no recuerdo el número, pero creo que no eran más de 150 casos- de 
situaciones en las que el Banco había conseguido comodatos, Es decir que se había conseguido el uso de una 
vivienda en forma gratuita, en base a determinadas situaciones emergentes, por ejemplo, de gente que estaba 
en la calle, los desalojados de Maroñas, los afectados por la plombemia o los inundados del arroyo Carrasco, 
etcétera. 


En su momento, no habíamos encontrado a quienes habían solicitado comodatos -salvo en algún caso 
específico, creo que el de Maroñas, que en forma expresa había sido solicitado por el Ministerio de 
Vivienda-, pero teníamos antecedentes de que varias personas los habían solicitado. Teniendo en cuenta la 
posición muy clara de que el Banco no podía otorgar viviendas en comodato porque no tenía legitimación 
activa para ello, una de las primeras acciones que toma el Directorio, el 21 de octubre del 2003 -traje una 
copia del acta 13.380- es la de no conceder nuevas solicitudes de comodatos. Reitero que el Banco carecía de 
legitimación activa, es decir, no tenía poder activo de conceder una vivienda en comodato. Esa decisión fue 
muy pensada. Uno puede estar en contra o a favor de una ley, pero no puede violarla, y menos un Directorio 
que tiene responsabilidades políticas, además de civiles y penales. Entonces, entendimos que sí bien era una 
decisión dura, era la única que se podía tomar de acuerdo con la ley. Todos los Directores teníamos 
absolutamente claro que esa responsabilidad no era del Banco Hipotecario sino del Ministerio de Vivienda, a 
partir de su creación y de la ley que le otorga la responsabilidad de la administración total del FONAVI. Por 
supuesto, eso fue comunicado al Ministerio de Vivienda y, de ahí en adelante, el Banco no otorgó ningún 
comodato. Como yo decía, el 15 de julio se llega a la firma del tercer convenio, justamente, para tener en 
cuenta aquellas situaciones en las cuales, por la razón que fuese, las personas no pudieran incluirse en el 
régimen del SIAV o de la cartera social, si ya eran deudores del Banco. 


Con respecto a la política en materia de inmuebles, este Directorio también se preocupó mucho por la no 
existencia de un registro único, de forma tal que también dio las ordenes para que fuera creado. Desde el 
punto de vista interno, era bastante problemático hacerlo porque, lamentablemente, había intereses -no 
sabemos de qué tipo; no los calificamos en su momento y no lo voy a hacer ahora-; entre los propios 
funcionarios del Banco y parecía que se trataba de un tema que no era importante. 


En su momento, el Banco decidió iniciar el registro único de inmuebles en un sistema independiente, pero 
que se cumplía. Inclusive, hubo dos funcionarios que hicieron una presentación al Directorio; realmente era 
un muy buen registro único en el cual había hasta fotos de las viviendas, toda la historia de las tasaciones, el 
momento de hacerlas y el criterio utilizado, etcétera; esto se hacía en coordinación con las distintas unidades. 
Las unidades podían entrar al Banco, ya sea porque fueran reactivadas -esto es, porque los clientes habían 
sido dados de baja al ser desalojados por algún procedimiento extrajudicial-, o porque ya habían terminado la 
construcción y, por lo tanto, ingresaban al Banco. O, también, porque hubieran sido entregadas en materia de 
dación de pagos, es decir, si una persona que no podía pagar optaba por presentarse al Banco y pedir la 


cancelación de la hipoteca. Es así que había varias formas de ingresar los inmuebles al Banco, lo que 
implicaba un procedimiento y una unidad distintos. Entonces las diferentes unidades no conocían los 
inmuebles que ingresaban por las otras. 


SEÑOR MAHÍA.- Agradezco la presencia de los invitados. Disculpen que no llegué en hora. 


Con respecto a esta parte de su relato, quería saber si podía hacer alguna precisión cuando habla de dos 
aspectos. Quiero ver si entendí bien. 


Usted entendía que no había interés por parte de determinado sector de funcionarios del Banco Hipotecario. 
SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Perdón, le hago una aclaración. 


Se había iniciado un expediente en el año 2000 por el cual se creaba una comisión que iba a analizar los 
procedimientos de los registros de inmuebles. Hasta el 2003, es decir, habían pasado cuatro años, y esa 
comisión todavía no había llegado a la conclusión acerca de cómo se podía hacer el registro único de 
inmuebles; y eran funcionarios del Banco. 


SEÑOR MAHÍA.- A eso apuntaba yo para clarificar y entender un poquito más. 


Hay muchos aspectos centrales en cuanto a la situación de un Banco que administra en este caso viviendas. 
Lo mínimo que uno quiere aclarar es cómo está construida la base a administrar, para decirlo en términos no 
muy académicos. 


Mi pregunta es la siguiente. A partir de esa comisión que comienza a activarse en el 2003, ¿cuáles eran las 
distintas modalidades por las cuales se adjudicaban viviendas? Si yo no entendí mal, había distintas formas 
de adjudicación. Quizá no lo comprendí porque usted habla rápido y yo entiendo lento. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Yo señalé dos cosas distintas y, quizá, compliqué los términos. Dije 
que los inmuebles ingresaban al Banco por distintas vías, que son dos cosas diferentes. Una es por 
dación en pago, esto es el caso de una persona que no puede terminar de amortizar su deuda, plantea al 
Banco su situación y dice: "Mire, yo debo tanto; lamentablemente, no puedo hacerme cargo de esa 
vivienda; yo se la entrego"; por lo tanto, el Banco cancela la deuda. Ese es un procedimiento, que era lo 
que se llamaba viviendas reactivadas. 


Otro procedimiento de ingresar las viviendas era cuando se terminaban de construir, desde el momento en 
que el Banco era constructor de viviendas. Y otro era cuando podía haber un problema con algún PPT, o por 
el régimen de obra privada que en otro momento tuvo el Banco. Se utilizaban distintos procedimientos y las 
viviendas se ingresaban por diferentes unidades del Banco; cada unidad se ocupaba de una situación en 
particular, entonces no había un registro único de inmuebles en el que, sin importar cual fuese el 
procedimiento seguido, se registraran todos ellos. Sin embargo, para el procedimiento de venta -que es una 
cosa diferente- según tenemos conocimiento -apelo a la memoria de nuestros compañeros de Directorio-, 
siempre existió un régimen escrito de venta. 


SEÑOR GIURIA.- En la sesión pasada les comentaba que cuando ingresamos nosotros estaba la 
multiventa: se vendía al primero que llegaba. En ese momento se entregaban números... 


SEÑORA KECHICHIÁN.- Y se vendían los números. 


SEÑOR GIURIA.- Así es; después yo les explico a ellos lo que me enteré una noche al salir del Banco. 
Entonces, cambiamos el procedimiento que se había aplicado en Rivera, de dar primero el plazo para 
que la gente se anotara; allí dimos siete días, pero después aplicamos diez días. Así, quien aspiraba a 
comprar se anotaba, se ponía de mayor a menor su puntaje y después, entre el diez y el veinte, se iba 
citando a la gente por su orden y se veía qué unidades se vendían. A partir del veinte, lo que no había 
sido solicitado, requerido o no tenía demanda de parte de los ahorristas, quedaba libre para el público 
general. Ese procedimiento también está escrito. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Como figura en el asunto No. 4 del Acta 13.890, solicitamos al Banco 
que hiciera un relevamiento completo de los inmuebles de su propiedad. Luego, decidimos la creación 
de la Unidad de Registro Único de Inmuebles dependiente de la Administración de la Cartera Social. 
Eso fue en julio de 2004, porque vimos que el procedimiento que habíamos solicitado, creo que en 
diciembre de 2003, llevaba mucho tiempo internamente y no había una responsabilidad directa, no 
había alguien asignado para llevarlo a cabo responsablemente. Por ello, dada la demora, optamos por 
nombrar a dos personas responsables que se encargarían de llevar el Registro Único de Inmuebles. 


Insisto en que una cosa es el procedimiento de ingreso a la vivienda y otro el de egreso. Como dijo el doctor 
Giuria, la modalidad de multiventa también fue modificada, de acuerdo con lo que se dice el Acta 13.891 -si 
les interesan, tengo fotocopias de estas Actas que puedo suministrar a los miembros de la Comisión; 
modificamos la modalidad de multiventa de los inmuebles y las cocheras. En ese momento el Banco vendía 
los inmuebles sin cochera y ello ocasionaba el problema obvio de que luego la gente las usaba igual. No 
podíamos tener un agente contratado por el artículo 222 vigilando cada cochera para que la gente no 
ingresara sus autos. Esa fue otra situación que modificamos, porque no tenía sentido vender inmuebles sin 
cocheras. 


Ese fue un tema que nos preocupó mucho en el caso de los inmuebles y empezamos a darle solución. Es más, 
cuando hicimos el proceso de traspaso de mando le dimos al economista Scarone una copia -que en esa época 
teníamos en planilla Excel- de todos los inmuebles, trabajo que llevaba yo en forma directa en la 
computadora de Presidencia. Adicionalmente, en las copias que entregábamos a todos los Gerentes poníamos 
las Actas en las que retasábamos los inmuebles y en las que figuraba la disposición de alguna Gerencia, ya 
sea la de origen de Créditos Hipotecarios, que se ocupaba de la venta comercial, o la de Administración de la 
Cartera Social, que era la que se encargaba de la venta social, que no fue ninguna porque la implementación 
de los convenios a partir del 15 de julio fue un poco más complicada. Así se podía dar salida a los inmuebles. 
De manera que no estaba todo, pero sí todo aquello de lo que teníamos conocimiento y que habíamos 
chequeado con cada una de las veintiséis sucursales; podían existir más. Las sucursales nos remitían vía fax o 
e-mail información sobre todas las unidades que les pertenecían y nos contestaban si realmente estaban 
libres. 


Otro tema que nos preocupó mucho -y sé que se comentó aquí en la Comisión- fue el procedimiento de 
administración delegada. A nosotros también nos preocupó mucho, en la medida en que el Tribunal de 
Cuentas había observado en su oportunidad al Banco Hipotecario por entender que este procedimiento no se 
ajustaba a los establecidos en el TOCAF. 


Otra cosa que quiero aclarar es que la primera Gerencia que reforzó este Directorio fue la de Auditoría 
Interna, no sólo aumentando el número de funcionarios, la jerarquía y la independencia técnica, sino 
incorporándole arquitectos. Hasta ese momento la Auditoría no tenía funcionarios arquitectos y, por lo tanto, 
no auditaba, desde el punto de vista de los costos, las obras de administración delegada; ni tan siquiera las de 
terceros. Entendimos que eso era una necesidad ineludible hasta que se terminaran las obras, lo que podía 
llevar cuatro o cinco años en función del cupo de pago de las obras, según el régimen que se había 
establecido de acuerdo con la Cámara de la Construcción. Por ello, el Directorio incorporó arquitectos en la 
Auditoría Interna. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- De las informaciones que nos proporcionaron, la que más me preocupó - 
más allá de lo que haya salido públicamente- es lo que se dice por parte de la Auditoría Interna: "Por 
normas bancocentralistas, el Banco Hipotecario debe contratar anualmente una auditoría financiera 
(término usualmente empleado para referirse a una auditoría de estados contables).- El BHU ha 
cumplido con dicha disposición, habiendo contratado a la firma KPMG a esos efectos. En los 
dictámenes correspondientes a los cinco ejercicios comprendidos en el pedido de informes, los 
auditores se abstuvieron de opinar; los motivos de las sucesivas abstenciones de opinión fueron, en lo 
sustancial, limitaciones al alcance del trabajo originadas en el sistema de información del BHU, 
aspecto que desde finales de 2003 se está procurando subsanar". 


Mi primera pregunta en cuanto a esto, que es tan central, es si ustedes pudieron finalmente subsanar este 
problema de información que impedía actuar al Tribunal de Cuentas y a la propia Auditoría. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Creo que a la fecha de hoy el tema no está resuelto, y desde el 28 de 
marzo de 2005 hasta ahora transcurrieron catorce meses. Nosotros nos dimos cuenta de ese problema, 
que era grave no sólo para una institución bancaria sino para cualquiera. Para una institución 
bancaria es más grave, simplemente, porque hay normas específicas de riesgo que tienen que ser 
cumplimentadas; pero es riesgoso para cualquier empresa. 


El sistema informático del Banco era muy viejo; se había instalado por capas; inclusive, las instrucciones 
estaban en un sistema viejo, cuyo nombre no recuerdo. Además, la gente que había escrito ese programa -ya 
no se escribe más- se había jubilado, y de ahí que enfrentáramos ciertos problemas. De hecho, tuvimos un 
problema con uno de los Subgerentes de Informática, debido a que no existían controles entre la gente de 
producción y la de generación de los programas. Es así que la gente que generaba un programa podía, 
además, participar en su producción, lo cual está prohibido desde el punto de vista de la seguridad 
informática. Quien genera un programa no puede procesarlo. Eso ocasionó el problema que señalaba con el 
Subgerente de Informática, que terminó en denuncia penal y en procesamiento, como todos recordarán. 


En ese momento se analizó la situación y como el Poder Ejecutivo tenía un préstamo de asistencia técnica 
con el Banco Mundial para las empresas comerciales e industriales y teniendo en cuenta la situación 
financiera del Banco Hipotecario, iniciamos las tratativas a los efectos de ver si en ese plan se podía incluir 
un componente para nosotros; así, el Banco Mundial podría participar en el proceso de adquisición de un 
sistema integral de gestión bancaria. Eso fue incluido en nuestro plan de acción -figura en el Acta del 30 de 
diciembre-, en la que constan las características básicas del sistema integral de gestión bancaria que 
queríamos implementar. El financiamiento sería a largo plazo. Normalmente, todos los préstamos de 
asistencia técnica del Banco tienen cuatro o cinco años de período de gracia y la tasa está unos tres a cinco 
puntos por debajo de la del mercado y tienen condiciones de pago muy favorables: unos veinte años. El 
Poder Ejecutivo de la época estuvo de acuerdo en incluir ese nuevo componente dentro del préstamo de 
asistencia técnica y el Directorio del Banco Mundial en Washington lo aprobó en mayo. A partir de ese 
momento, en nuestro período se inicia el llamado a licitación para el sistema integral de gestión bancaria. Por 
lo que tengo entendido, ahora están culminando los plazos. Nosotros habíamos recibido un informe primario 
sobre cuál de las cuatro empresas que se habían presentado era la que, desde el punto de vista técnico y 
financiero, tenía más chances, y fue la que luego el Directorio actual terminó nombrando. 


SEÑOR LORENZO.- Más allá de la incorporación de arquitectos a la Auditoría Interna que realizaría 
un control interno independiente, el Banco debía tener técnicos que controlaran las obras. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- La Gerencia de Arquitectura. 


SEÑOR LORENZO.- ¿Cómo evalúan la gestión de esa Gerencia que, en definitiva, era la encargada de 
controlar que en un sistema como el de la administración delegada no subieran los costos? ¿Se 
firmaban los avances de obra de todos modos? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Nosotros nos enteramos de esto cuando tuvimos que aprobar los 
precios de venta del I 40. Cuando la Gerencia de Arquitectura eleva al Directorio, a mediados del año 
2004, los precios de venta y los costos, vimos que aquellos representaban aproximadamente un tercio 
de estos. Eso sin incluir los intereses intercalarios, que el Banco nunca imputó al costo de las obras; me 
refiero al costo de oportunidad del dinero que se utilizaba en las obras como costo que, además, está 
previsto en las NIC, las Normas Internacionales de Contabilidad. De manera que era un costo 
subvaluado, porque los intereses se cargaban contra los intereses financieros y no contra los costos de 
las obras. Aparte de ese tema que es muy técnico, el punto era que nos enteramos de que había obras - 
en ese caso de administración delegada- cuyo costo estaba tres o cuatro veces por encima del precio al 
que se podía potencialmente vender la vivienda, teniendo en cuenta la ubicación, el metraje y la 
calidad. Inmediatamente, decidimos iniciar una investigación administrativa, porque era obvio que 
había surgido algún problema en la Gerencia de Arquitectura. Independientemente de que el sistema 
era perverso en sí mismo, era obvio que, en algún momento la Gerencia de Arquitectura tendría que 
haber puesto una luz roja de alerta diciendo que había un problema. 


En junio se llegó a modificar el sistema de administración delegada para las obras que en el futuro tuvieran 
que ser finalizadas directamente por el Banco. 


En cuanto a los viajes y a la publicidad, puedo decir que los Directores no viajaron, excepto quien habla, que 
viajó a la veintiséis sucursales acompañada de los Gerentes correspondientes. Luego de que se inició el 
proceso formal de llamado abierto a los funcionarios del Banco para nombrar a los Gerentes de las diferentes 
Áreas, algunos quedaron y otros fueron sustituidos. En su momento viajamos con los Gerentes de Recursos 
Humanos, de Origen de Créditos, de Recuperación de Activos, de Cartera Social y con la Gerenta de 
Planificación, Organización y Métodos. Reitero que viajamos a las veintiséis sucursales; después tuvimos 
problemas con algún funcionario no muy leal, al que también le iniciamos investigación administrativa; creo 
que el Directorio actual terminó destituyendo a dos funcionarios. Esos fueron los únicos viajes que realizó 
este Directorio. Sí enviamos funcionarios de nivel gerencial a dos viajes: a Miami y a Colombia. Teníamos 
interés en que viajaran; uno porque participaba del área de fideicomisos y luego de la aprobación de la Ley 
N? 16.703 el Banco estaba muy interesado en participar en ese sentido. De hecho, en nuestro período, el 
Banco realizó un fideicomiso financiero unilateral por el cual se colocó parte de la cartera social, en realidad 
la exclusivamente referida a las cooperativas. Había un interés del Banco, porque la Ley_N* 17.596 fijaba un 
tope de los riesgos que podía asumir en sus nuevas operaciones de crédito y porque entendíamos -esta es una 
opinión absolutamente personal- que es una buena ley que establece no sólo las bondades de una banca de 
primer piso -como originador de créditos- sino también de una banca de segundo piso, como colocador de 
créditos hipotecarios originados en el propio Banco o por terceros. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- ¿De qué ley está hablando? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- De las Leyes Nos. 17.596 y 17.703, que es la de fideicomiso y por la 
que se otorga la calidad de fiduciarios profesionales a la banca, en particular al Banco Hipotecario y al 
Banco de la República. Era un tema que nos interesaba muchísimo. Por eso fueron, si no recuerdo mal, 
el Gerente del Área Social, la Gerenta del Área Finanzas y el doctor Agorrody, que luego se enfermó. 


En cuanto a publicidad, nuestro Directorio nunca la contrató. En el Banco ya existían saldos de publicidad 
contratada y usamos muy poca, básicamente para hacer comunicados del régimen de descuentos por 
cancelación anticipada y de alguna venta de inmuebles, de remates, de locales comerciales. 


SEÑOR GIURIA.- La que mantuvimos fue la que figuraba antes como donación para los mejores 
alumnos de sexto año de las escuelas. Recuerdo que en la época en que yo era estudiante, como forma 
de hacer cultura del ahorro existía un cuaderno donde se ponían los sellos de la Caja de Ahorro Postal. 
Dentro del rubro publicidad se daba al mejor alumno de cada sexto año de una escuela una cuenta del 
Banco con 5 UR, y a los cadetes de las distintas escuelas se les daba una Caja de Ahorros de 10 UR. 


SEÑOR BERNINL.- Mi pregunta sobre cómo encontraron al Banco derivó en un desarrollo en cuanto 
a las acciones tomadas, etcétera. 


Hice un esfuerzo para seguir la exposición de la contadora sobre la adjudicación por parte de los Directorios. 
Mi pregunta estaba dirigida a que, de acuerdo con los informes de auditoría que tenemos, se calculan en 600 
las adjudicaciones en forma directa desde el año 2000 a 2004, inclusive. Claro que en 2003 y 2004 hubo dos, 
que es el período durante el cual usted ejerció la Presidencia. Pero la pregunta surge porque, por ejemplo, en 
el año 2000, de 842 viviendas entregadas, 452 fueron por adjudicación directa; estamos hablando de más de 
la mitad. Mi pregunta estaba dirigida a eso. Hay un cambio de calidad a partir del nuevo Directorio, por lo 
que quisiera saber qué consideraron para atrás, de la herencia que debieron asumir en ese momento respecto a 
las adjudicaciones y a los comodatos, sobre los que ustedes tomaron la opción, pero que es una figura 
cuestionable. ¿Tienen idea de cuántos comodatos fueron adjudicados? ¿Hay un relevamiento hecho cuando 
asumieron? Creo que la decisión de no dar más comodatos se debe haber considerado por el nuevo Directorio 
a partir del desborde del anterior. ¿Tienen idea de cuántos comodatos había? ¿Encontraron algún registro 
objetivo, concreto, de acceso respecto a los comodatos? 


Entre otras cosas, también recibimos denuncias de personas que vienen con contratos de arrendamiento, 
particularmente en las viviendas del Barrio Sur, por los que un aparente propietario les arrienda y ellos pagan 
el alquiler y los gastos comunes a la Administración del edificio, y resulta que el propietario no es tal sino el 
beneficiario de un comodato. Ante esas constataciones, la pregunta iba dirigida en ese sentido. ¿Ustedes 
también detectaron algo similar, y a partir de ello y de la cuestionable legalidad tomaron la decisión de no dar 
más comodatos? 


Obviamente, en materia de publicidad y de viajes al exterior, al principio aclaré que hay un cambio de 
cantidad y de calidad objetivo a partir del año 2003. Claramente, se había mandatado a las auditorías para 
comenzar a estudiar, en particular, los proyectos gestionados por administración delegada, con lo que esto 
implicó y los perjuicios que acarreó al Banco. Aparte de las medidas, uno puede inferir que se adoptaron en 
función de haber asumido la necesidad de corregir la manera como se venían haciendo las cosas. Usted puso 
particular énfasis en cuáles eran las medidas que se comenzaron a adoptar. Por eso yo decía que en cuanto a 
las adjudicaciones directas, objetivamente hay un cambio de calidad. Pero ¿qué nos pueden decir de lo 
anterior? 


Lo mismo respecto a la propaganda, la publicidad. Hubo un cambio de calidad muy grande al respecto en su 
gestión. 


En lo que respecta a viajes al exterior, viáticos, gastos de representación, objetivamente también hubo un 
cambio de calidad. 


Todo eso denota una lectura de los hechos anteriores en lo que personalmente me gustaría que se 
profundizara. Como habrán percibido, la mayoría de la documentación está referida a situaciones que se han 
dado hasta fines de 2003. 


SEÑOR LORENZO.- Yo iba a formular preguntas en el mismo sentido que el señor Diputado Bernini, 
pero antes quiero hacer una precisión. 


En esta Comisión se ha valorado a priori muy positiva la gestión bajo su Presidencia, a diferencia de las 
anteriores. Ha habido comentarios en ese sentido en este mismo ámbito. Acá hay varios puntos que han sido 
cuestionados de la gestión durante el período que nos toca evaluar. Usted hacía referencia a que no sabía si en 
la actualidad se estaban haciendo ciertas cosas, aunque lo suponía. Nosotros tampoco lo sabemos y no nos 
corresponde averiguarlo porque el último período está excluido de la investigación, ya que es hasta el 1” de 
marzo de 2005. El objeto de investigación de esta Comisión ocasionó una votación dividida en la Cámara. De 
aquel período hay informaciones que no son totalmente fidedignas desde el punto de vista de su origen, pero 
que dan indicios de un reparto de publicidad entre Directores. Inclusive, hay una constancia en el expediente 
de una comunicación verbal de uno de los Directores en otro período. Ese es un punto que es motivo de 
investigación de una situación, que si eventualmente no fue irregular, por lo menos fue inconveniente. 


También está la reserva de un porcentaje de viviendas para adjudicación directa por el Directorio. 


Pregunto en el mismo sentido y quería hacer una precisión: la calidad no se evalúa en función de la 
comparación cuantitativa porque hubo un pequeño detalle en el medio, que fue la crisis de 2002. Muchas de 
las bajas en las adjudicaciones se pueden explicar por la crisis y por la nueva situación que vivió el Banco, 
que explicó la ex Presidenta. Quiero decir que, a pesar de esa precisión que hago a la pregunta del señor 
Diputado, sí hay una valoración a priori de un cambio cualitativo en la forma de encarar la gestión del Banco. 


SEÑOR BERNINI.- La aclaración vale, pero cuando yo me refería a adjudicaciones directas era 
porque de 293 adjudicaciones de viviendas que se hicieron en 2003, menos del 1% fueron realizadas en 
forma directa. De las 365 adjudicadas en 2004, 0% fueron hechas en forma directa, mientras que en 
2000, de 842 entregadas, 53% fueron por adjudicación directa. Esto es cantidad y calidad, ambas 
cosas. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Felicito por la memoria. ¡Francamente impactante! 
SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Es genético. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En relación a los comodatos se mencionó una cifra de 140. Quisiera que se 
explicara a qué se refería exactamente la cifra que se manejó, en función de la consulta que hizo el 
señor Diputado Bernini. 


Quiero referirme a algo que creo que ya se contestó -disculpen la reiteración-; ustedes plantearon el inicio de 
la generación del Registro Unico de Inmuebles, que fue en 2003. Quisiera saber cuál era el grado de avance 


en el momento en que se retiraron del Directorio del Banco, si es que en ese momento podía ser cuantificado. 
SEÑORA KECHICHIÁN.- Quizás pueda contestar la contadora Pérez Montero. 


Otra de las cuestiones que quisiera saber -conversamos mucho con el ex Director Giuria en la Comisión- es 
qué poder verdadero tenía el Directorio como tal. Estaba repasando las versiones taquigráficas y veo que el 
ex Director Giuria nos decía -por lo menos de una parte de ese período-: "En los Presupuestos, en la OPP se 
reunía el Presidente y el Vicepresidente con la gente de la OPP", y más adelante agrega que nunca lo 
invitaron, que nunca asistió. Es decir, nos dejó claramente establecido que casi no tenían participación directa 
en ninguna de las decisiones importantes del Banco. Entonces, yo quiero preguntar a este Directorio del 
Banco, que está hoy aquí, cómo funcionaba, si realmente el poder estaba concentrado en el Presidente y en el 
Vicepresidente, o si -como desde afuera todos los ciudadanos creen percibir cuando ven un organismo 
colectivo- funcionaban y tomaban las resoluciones como Directorio. 


SEÑOR LORENZO. Sí, el ex Director Giuria también dijo algo más, y es que hubo un cambio notorio 
respecto de la Presidencia anterior, la de Lausarot, en cuanto a la capacidad de gestión ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Dijo que era de uso 
que fuera el Presidente -y eventualmente el Vicepresidente- y no el Directorio el convocado a esa 
interacción que era muy condicionante a la gestión del Banco, pero que a partir de su Presidencia 
había habido un cambio en el sentido de que lo que el Banco planteaba tenía mayor receptividad en 
esos ámbitos, y que si bien él tampoco participaba, había notado que eso era distinto. 


Es importante la precisión para dejar en claro las palabras. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Empezamos por lo último, que es más fácil. 


Por lo pronto, nuestro Directorio no tuvo injerencia en los presupuestos por la sencilla razón de que el 
artículo 221 de la Constitución de la República establece claramente cuál es el procedimiento de elevación de 
los presupuestos de las empresas públicas. Como era año electoral tenían que ser aprobados los dos, de 2003 
y 2004, antes de octubre de 2003. Así, cuando nosotros llegamos, ya estaban aprobados los presupuestos. Por 
lo tanto, no hubo interacción con la OPP, que es mi segunda casa, o primera, porque hace más de veinticinco 
años que soy funcionaria de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Ese es un asunto que en ese año en 
particular no correspondía porque ya estaba autorizado. 


En segundo lugar, respecto a las reuniones con el señor Ministro de Economía o con los integrantes del 
equipo económico de entonces, si bien íbamos quien habla y el señor Vicepresidente, en todos los momentos 
-siempre fue nuestro estilo, además- compartíamos con los restantes integrantes del Directorio lo que se había 
hablado y en qué avances estábamos. Es el caso de una cancelación anticipada de deuda con el Banco de la 
República que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas en diciembre de 2003, o la colocación del 
fideicomiso financiero unilateral de la Cartera Social I con el Ministerio de Economía y Finanzas a través de 
oferta pública, que fue un trámite bastante enjundioso con este Ministerio, en la medida en que implicó una 
capitalización del Banco por US$ 50:000.000, o US$ 60:000.000. 


Si bien el Presidente del Directorio tiene facultades, por la Carta Orgánica del Banco, de tomar decisiones, 
también tiene la obligación de comunicarlas al Directorio y está sujeto a lo que este después ratifique o 
rectifique. En mi caso en particular, creo que dos veces hice uso de esa opción por razones de urgencia, y las 
comuniqué como corresponde en la inmediata sesión siguiente, luego de tomada la decisión, sujetándome, 
por supuesto, a lo que decidiera el cuerpo colectivo. 


Yo no quiero hablar de cómo era nuestro Directorio, en una de esas es bueno que lo digan los restantes 
colegas que lo integraban. Parece que uno se está justificando pero, realmente, no es mi estilo justificarme o 
autojustificarme; podré explicar mis acciones, pero la justificación o no, no está en mí, sino en quienes me 
escuchan. No quiero aparecer en esto como que estoy explicando; simplemente explico cómo era nuestra 
actuación. 


Creo que -si ustedes se acuerdan- no siempre hemos coincidido en este Directorio -incluyendo al doctor 
Ausqui, que no está presente-; en algunas resoluciones hemos votado divididos y en otras no. En la gran 


mayoría no hemos votado divididos sino por unanimidad, pero en algunas importantes no hemos votado en 
conjunto, simplemente porque cada uno tenía su opinión al respecto, la expresó en Directorio y se ajustó a 
eso. 


SEÑOR GIURIA.- Con respecto a lo que decía la señora Diputada Kechichián, en la sesión pasada me 
preguntó: "¿Y usted qué hacía?", y yo le dije que votaba discorde. Esa es una de las valoraciones que 
yo hacía. Es decir, con nuestros saldos con el Banco de la República, yo había votado discorde en la 
época en que presidía Lausarot; Moreira Graña y yo habíamos votado discordes. Le planteé a la 
Presidenta por qué habíamos votado discordes, ella hizo una reformulación del tema del Banco 
Hipotecario con el BROU, y entendió que teníamos razón en lo que planteábamos, lo subsanó y se hizo 
otra; ahí votamos todos juntos. A eso me refería. En algunos casos, uno simplemente dejaba la 
constancia de su posición. 


Sí es correcto -yo que estuve en los dos, en el presidido por Lausarot y en el presidido por Pérez Montero- 
que tenía una efectividad muy superior el de Pérez Montero; será su capacidad de persuasión o de explicar las 
cosas, pero cuando se hablaba en el Directorio de algún asunto y decía: "Voy a plantear esto en el equipo 
económico", por lo general venía con la respuesta positiva. Lo obtenía. 


SEÑOR DELGADO. En el tema puntual de funcionamiento de este Directorio -sin que esto implique 
juicio de valor respecto a los anteriores que, obviamente, no conocí; en eso me lleva ventaja Giuria-, se 
trató de un Directorio que trabajó intensamente. Grabó sus sesiones; todas las sesiones del Directorio 
están grabadas. O sea que hoy existe la posibilidad de controlar el funcionamiento del Directorio no 
solo por lo que estos ex Directores digan, sino porque están las versiones grabadas de todas las sesiones 
a partir de determinada fecha en que se decidió hacerlo 


Eran sesiones que duraban varios días -a veces tres y cuatro días- y donde se concordaba o no, pero se 
discutía todo. Yo no voy a poder aducir, en lo que continúe de la investigación, desconocimiento, ignorancia; 
eso no. Podré aducir algún otro tipo de excusa en el caso de tener responsabilidad, pero no el no haber sido 
informado, no haber tenido la posibilidad de opinar y, menos, no haber tenido la posibilidad de votar. Este 
Directorio funcionó de esa manera. 


Era esa precisión, para evitar que la tuviera que hacer la Presidenta. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quisiera hacer una precisión con relación a la participación o no de las 
minorías en los Directorios de los entes autónomos respecto a la actuación de las mayorías. Reitero que 
esto va a título de precisión y no de consulta o de pregunta. 


Después del planteo que hizo la señora Diputada Kechichián en la sesión anterior, me quedé pensando en que 
no veo nada ilegal, inconstitucional ni patológico en la eventual no intervención de Directores de la minoría 
en reuniones que pudo haber habido en los dos Gobiernos anteriores -en los cuales el Partido Colorado fue 
Gobierno y, por lo tanto, mayoría en los entes autónomos- del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay 
con el Ministro que fuera, con el equipo económico o con el Director de la OPP. Se está en el pleno y 
absoluto derecho a hacer esto y me imagino que el actual Directorio -no me imagino, los he visto en fotos- se 
reúne con Astori, con el Director de la OPP y con el Banco Central. 


Entonces, lo que quiero dejar como reflexión es que esa línea de razonamiento que podría ser captada como 
una eventual irregularidad o ilegalidad, no es tal. Yo me pregunto, ¿dónde está? La entonces Presidenta del 
Directorio, contadora Pérez Montero, tenía todo su derecho de reunirse todas las veces que quisiera con el 
equipo económico, con el Presidente de la República, y así los sucesivos Directorios. En nuestro caso, el 
Partido Nacional integró este Directorio y el anterior en minoría, y por supuesto que ejercíamos la función de 
contralor. A nuestro leal saber y entender, la ejercíamos. Si hoy estuviéramos integrando como minoría los 
Directorios de los entes autónomos, me imagino que, en este caso, el arquitecto Piperno seguramente no iba a 
invitar a los Directores de la minoría a sus reuniones con el equipo económico. Está en su pleno derecho de 
conversar con su equipo económico y delinear las políticas a corto, mediano y largo plazo de una institución 
financiera de este tipo. 


Quería hacer estas precisiones porque me parecen de orden. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- También yo tengo que dejar una precisión porque se ve que no nos 
entendimos. 


Obviamente, tengo claro que cualquier persona puede votar a favor o en contra, porque ya habría sido el 
colmo que además no pudieran votar. Nunca se me ocurrió plantear una cosa así. 


Pero a mí me quedó la sensación -no estoy hablando de este Directorio, sino de cómo se sentía el ex Director 
Giuria en los períodos anteriores- no de que no lo invitaran a las reuniones de la OPP, sino de que se sintió 
absolutamente al margen de todas las decisiones que tomaba el Directorio, que en su momento adoptaba el 
Presidente del Directorio, porque así lo he leído en la versión taquigráfica. Si no es así, me gustaría saber 
exactamente si se siente parte de las decisiones de esos Directorios anteriores porque, según lo que 
dialogamos en la sesión pasada -y a mí me pareció que quedaba claro lo que decía el ex Director Giuria-, no 
sucedía lo que ahora este Directorio nos está diciendo que sí sucedió. 


Por supuesto que tengo muy claro que el Presidente del Directorio puede reunirse con el equipo económico. 
Lo que no me parece claro, y me pareció absolutamente anormal -no digo ilegal-, es que eso no se 
colectivizara. Por la sensación que nosotros tuvimos, en los Directorios anteriores había una concentración, 
no solamente de reuniones y de poder, sino también de decisión que había quedado en manos únicas. 


Esa es mi aclaración. Lo que acaba de decir el señor Diputado Borsari Brenna es obvio: nunca se me ocurrió 
discutir eso. 


SEÑOR GIURIA.- De repente quedó esa sensación y la prueba está en que lo que estoy comentando es 
de dos Directorios en los que participé: en uno, como no estaba de acuerdo con lo que se planteaba, 
voté en contra; y en el otro, como se corrigió, ahí voté a favor. No es que estuviera radiado ni nada por 
el estilo; simplemente, si no coincidía... 


Lo que pasa es que eso también venía enrabado con las autonomías, de lo que veníamos hablando. Y lo que 
yo manifesté es que el Banco tampoco es tan autónomo porque también se maneja de afuera. Ahí es que calza 
la conversación. En ese tipo de manejos, que sí establece la mayoría -porque la política económica la va a 
fijar el Ministerio de Economía y la de vivienda, el Ministerio de Vivienda-, de eso no participábamos. Sí nos 
trasladaban la información y en función de ella, nosotros después votábamos si estábamos o no de acuerdo. 
Sucedió lo mismo -que se pudo parar- en el momento en que se pensó en cerrar una cantidad de sucursales. 
Cuando viene la información de que en Economía se pensaba en el cierre de una cantidad de sucursales del 
interior -me estoy refiriendo concretamente al período en el que presidía Lausarot-, Moreira Gaña y yo 
votamos en contra y dijimos: "Mire, en esta no vamos a acompañar; no vamos a votar cierres de sucursales 
del Banco". Eso llevó a que políticamente se hiciera una valoración distinta, en el sentido de que era una 
medida bastante jorobada para tomar uno solo y se dejó para más adelante. Esa misma discusión se está 
planteando hoy día por parte del equipo económico. Además, reconozco que no eran cosas tan sencillas; la 
prueba está en que estoy hablando del año 2002 o 2003 y estamos en 2006 y todavía no hay una resolución 
claramente determinada. 


De pronto yo dejé otra sensación, pero lo concreto es eso: la autonomía del Banco no es tal. 


SEÑOR LORENZO.- Esa sensación en todo caso es parcial en la Comisión. Yo no me quedé con esa 
sensación. Es más, en la reunión pasada me quedé con la sensación de que los Directores Moreira 
Graña y Giuria, en la etapa que les correspondió, tenían un ejercicio pleno de sus condiciones de 
Directores, dentro de las limitaciones que les imponía el formar parte de una minoría. Lo que pasa es 
que a veces uno -falta gente para preguntar eso porque esto era un colectivo- le pregunta algo a alguien 
y espera una respuesta. Si la respuesta que uno espera es que se diga: "Sí, teníamos entre los Directores 
una cuota de US$ 10.000 más IVA mensuales para publicidad de contribuciones" y un Director 
contesta: "No, yo no tengo conocimiento de eso; en todo caso será por un planillado de un Gerente, que 
lamentablemente falleció” o: "Esto lo manejaba el Presidente", si la respuesta no me gusta, no la 
puedo interpretar como que los Directores estaban pintados. Por lo menos estarían pintados en ese 
tema, pero no en el resto. Inclusive, en la sesión pasada, le planteé al Diputado Bernini que había 
cambiado de criterio, porque yo estaba tratando de que preguntáramos las cosas que queremos 
investigar como irregularidades, inconvenientes o inoportunas. Pero está bien ir más allá. 


Entonces, alguien puede venir acá y preguntar: "¿Usted conocía que había un reparto de publicidad?" y 
contestan: "No". "¿Usted conocía que había una reserva del 10% de las viviendas para adjudicación directa 
en reparto político por parte de los Directores?" Y se contesta: "No". Y ahí le dicen: "Entonces, usted estaba 
pintado". Cualquier Diputado está en su derecho a tener esa sensación, pero en mi caso no me quedó y me 
consta que es el caso de algunos otros Diputados. Y no es por solidaridad política, porque en esta misma 
Comisión yo he hecho manifestaciones respecto de ex Directores integrantes de mi Partido político y de 
resoluciones -no sé cómo calificarlas- absolutamente inconvenientes, si no irregulares. No es por ese lado; en 
ese lugar implícitamente se cuestiona que, de formar parte de una minoría, lo mejor es que funcione 
armónicamente. También hay que ver hasta dónde va, porque en el caso concreto de la actual fuerza de 
Gobierno, la no integración de esos Directorios no se daba porque no se quisiera o porque se entendiera que 
era inocuo el rol que pudiera cumplir, sino porque no se podía, ya que los Gobiernos a partir de 1990 
consideraban que si no se formaba parte de lo que se llama coincidencia nacional, coalición o como sea, no 
se tenía el derecho político a integrar esos Directorios. Pero el Frente Amplio reclamó estar en esos 
Directorios. Allí hubiera actuado en minoría y en el mismo rol que les correspondió a los Directores, en este 
caso concreto, del Partido Nacional. Desde el año 1985 a 1990 sí hubo Directores del Frente Amplio. 


Yo acá me proclamé en lo previo como más estricto y agresivo al momento de condenar las actitudes 
irregulares, inclusive inconvenientes. Pero también hay que separar la paja del trigo y es importante que no se 
ponga a todo el mundo en una misma bolsa, entre otras cosas, a aquellos que han tenido la actitud -que si 
bien es lo debido desde el punto de vista ético y en otros casos desde el punto de vista legal-, de venir acá y 
dar la cara, a diferencia de otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido que no nos desviemos del tema, porque estamos en una discusión que es 
propia de la Comisión con los invitados en Sala. 


SEÑOR SAXLUND.- Estamos de acuerdo. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Con respecto a los comodatos, yo hablé de alrededor de ciento 
cuarenta, posiblemente sean algunos menos. No recuerdo exactamente pero no eran más de esos los 
que nosotros identificamos pidiendo básicamente a una Gerencia que hoy es Gerencia de Gestión de 
Cartera Social. 


Nosotros preguntamos cuáles habían sido los orígenes de esos comodatos, para lo cual solicitamos las actas 
de Directorio y quiénes los habían pedido. No existía una minuta por escrito de parte de quien había 
solicitado esos comodatos, salvo los casos en que habían sido pedidos formalmente por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, caso de los desalojados por la construcción del 
ingreso al Hipódromo de Maroñas, o por la Intendencia Municipal de Montevideo, en caso de los desalojados 
por la plombemia. Ahí sí hubo notas del señor Intendente o del señor Ministro correspondiente. Pero había 
otras en una planilla Excel en donde constaba el nombre de la persona, dónde estaba ubicado y al costado 
había nombres de Diputados o Senadores. No quiero dar nombres porque así como soy muy cuidadosa de mi 
honor, también lo soy del de los demás. Así como no existía ningún papel que justificara por escrito que esa 
persona lo había solicitado, tampoco nos constaba que fuera cierto, porque cualquiera podía haber puesto 
Senador Tanto o Diputado Cuanto, porque se le cantó, hablando mal y pronto. Reitero que no voy a dar 
nombres pero los había de todos los colores, ahí no había problemas de ningún tipo. 


Lo que hicimos fue decir: "Esto no va más". Consideramos que el Banco no tiene legitimación activa para 
conceder comodatos; entonces, lo comunicamos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para que sepa que a partir de la creación del Ministerio y de la ley que le otorgó la totalidad de los 
fondos del FONAVI esto es su responsabilidad. Estamos dispuestos a colaborar, a darle alguna casa a cambio 
del pago de, por lo menos, el alquiler o los gastos comunes, sujeto a ciertas reglas de convivencia. 


SEÑOR MAHÍA.- No voy a opinar sobre el criterio general, pero quisiera precisar algo para ver si 
entendí el informe. 


En cuanto a los comodatos, había algunos excepcionales -dos o tres, por lo que comprendí en el relato- que 
venían de un Ministerio ante un tema nacional... 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- En el caso de plombemia, podría tratarse de quince; en el de 
Maroñas, posiblemente fueran veinte o treinta. 


SEÑOR MAHÍA.- Vamos a pensar que eran cuarenta en total que tenían una razón justificada en 
términos de que la iniciativa venía de algún Ministerio, y que había otra planilla Excel... 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Es la misma. 


SEÑOR MAHÍA.- Entonces, en la misma planilla Excel se daban una serie de comodatos en forma 
directa con la apariencia de una solicitud de algún ex legislador, o actual legislador. 


La precisión que quería hacer es que esa no es una planilla que maneje cualquiera. ¿Dónde estaba 
precisamente esa planilla? ¿En Presidencia exclusivamente? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Insisto. Nosotros solicitamos la información. 


No sé si usted supone que yo entré en el Banco, agarré el sistema informático -al que, además, era imposible 
entrar- y dije: "Bueno, acá me dan toda la información". No, no funcionan así las cosas y menos en una 
empresa que tenía 2.000 funcionarios, de los cuales 250 estaban en el interior y el resto en casa central. Uno 
pide la información a las Gerencias que supone que la tiene. 


(Diálogos) 


Simplemente solicitamos a alguien esa información y recuerdo que provenía de distintos orígenes. 
La sección Jurídica tenía algunos, la que hoy es Gerencia de Gestión de Cartera Social tenía otros y 
debe haber otras que no sabemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a la señora contadora que permita que el señor Diputado Mahía 
termine sus preguntas y luego conteste. 


SEÑOR MAHÍA.- Hay una planilla Excel determinada con al menos ciento cuarenta comodatos, que 
algunos tienen su origen en solicitudes de organismos oficiales y otras en solicitudes o recomendaciones 
de ex legisladores o actuales legisladores y que esto no estaba, por ejemplo, en la computadora de la 
Presidencia sino diseminado en terminales de computadoras de distintas gerencias. Usted fue 
reconstruyendo la información hasta llegar a la cifra que trasmitió, aparentemente ciento cuarenta. 
Quiero saber si comprendí bien la información que se señaló. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- La computadora de Presidencia no tenía nada. 


Esto trajo muchos problemas, por ejemplo, a la gente que trabajaba en el área Social. Había gente que 
realmente no podía haber sido colocada en algunos edificios a los que fueron asignados, porque estaban 
acostumbrados a vivir de otra manera. 


A modo de anécdota, puedo contarles que había una persona, que recolectaba basura con un carrito; había 
puesto el caballo en el segundo piso de un complejo de viviendas y clasificaba la basura en el pasillo. Es más, 
los vecinos estaban solicitando el traslado de vivienda, porque ellos no habían pagado para vivir al lado de un 
caballo, lo que es absolutamente entendible. En esas premuras a veces el remedio es peor que la enfermedad, 
porque si bien se subsana una situación que no dudo que sea de absoluta urgencia, realmente, por no tener la 
vivienda adecuada para la forma en que vive esa persona, uno la ubica en otro lado. A veces, por razones de 
enfermedad -por eso digo que razones de urgencia obviamente existían en el caso de la plombemia-, pero en 
un lugar en el que la persona no está acostumbrada a vivir. Yo vivo en un edificio de apartamentos y cuando 
uno vive con vecinos hay ciertos cánones, ciertas reglas y patrones de conducta que uno tiene que seguir 
porque no vive solo; vive con otras 20, 50 o 150 personas y cada uno debe tener respeto mutuo. Por eso digo 
que hubo muchos problemas en el apuro por solucionar situaciones de enfermedad que, como en el caso de la 
plombemia, eran muy graves. A veces, el apuro, la urgencia, llevan a que las soluciones no sean las mejores. 


Insisto: no eran más de esas las situaciones de las que nosotros tuvimos conocimiento, y la resolución que 
tomamos fue muy rápida, diciendo que entendíamos que, por los problemas adicionales que podía tener y, 
básicamente, por el problema de legitimación activa, el Banco no estaba en condiciones de otorgar 
comodatos. Y así fue resuelto el 21 de octubre, muy poco tiempo después de que asumimos. 


SEÑOR MAHÍA.- Entonces, se supone que esa información a la que usted tuvo acceso rastreándola en 
las distintas Gerencias hoy es parte de un inventario, o está registrada en el Directorio o en las 
Gerencias respectivas. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Supongo que sí. Creo que algunas fueron posteriormente 
regularizadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Creo que 
algunas situaciones -por ejemplo, las del Hipódromo de Maroñas- fueron luego regularizadas por el 
Ministerio. Le mandamos ese listado al Ministerio para hacerlo calzar con este régimen que habíamos 
propuesto, y estoy casi segura de que varias -no recuerdo cuántas- fueron regularizadas 
posteriormente por el Ministerio. 


SEÑOR SAXLUND.- Quiero hacer una precisión que creo es un aporte de cierta relevancia para el 
funcionamiento todo de la Comisión en cuanto al análisis de la gestión del Banco Hipotecario, porque 
cuando uno hace un corte tan drástico en el período que va a analizar -2000-2005- tal vez se pierda un 
poco la perspectiva de la Institución. Al respecto quiero hacer solamente dos comentarios. 


La ley de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es de 1992; o sea 
que a partir de 1992 hubo un cambio dramático en las funciones del Banco Hipotecario, que tardó unos años 
en implementarse y, por inercia o por el factor que ustedes quieran imputarle, el Banco siguió asumiendo 
determinados roles, superponiéndose con el Ministerio. 


En segundo lugar, a fines de 2002 se aprobó la ley de fortalecimiento del Banco Hipotecario que lo que hizo, 
a nuestro juicio, fue intentar continuar el proceso de reforma que se había iniciado diez años antes y trazar 
una línea demarcatoria mucho más clara entre la función del Banco Hipotecario y la función del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. ¿Por qué hago esta precisión en cuanto a este 
tema? Porque, en general, como esta pregunta está vinculada a comodatos, criterios de asignación o no 
asignación, a si corresponde o no que se dieran viviendas -de hecho, ese es el caso- y a cuestiones de 
legalidad, oportunidad y conveniencia, creo que es importante destacar que esa función la cumplió sin 
problemas el Banco Hipotecario, históricamente. ¿Por qué? Porque estaba dentro de sus cometidos atender 
situaciones críticas, como pueden ser las de la plombemia, la de los desalojados por el ensanche del 
Hipódromo de Maroñas, las derivadas de las inundaciones del arroyo Carrasco o de convenios con el 
INAME. Es decir, eran funciones naturales que históricamente cumplía el Banco Hipotecario. 


¿Qué cambió en nuestra gestión? Lo planteo tratando de responder con mi punto de vista a la pregunta del 
señor Diputado Bernini, de si nosotros cambiamos porque reaccionamos a lo que se hacía mal. Nosotros 
cambiamos porque era muy claro el mensaje que habían dado el Poder Legislativo y la sociedad en su 
conjunto de que había que separar los tantos, y de que si había subsidios tenían que ser claros, explícitos, 
transparentes y decididos por la autoridad competente para otorgarlos, que no era el Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


Comprendo que la situación hasta 2002 podía ser confusa; a partir de la aprobación de la ley de 
fortalecimiento del Banco Hipotecario dejó de ser confusa. Por lo tanto, como decía la contadora al principio, 
fuimos estrictos cumplidores de la normativa que nos tocó aplicar. 


En el caso de los comodatos, teniendo la oportunidad de regularizar una situación -se plantearon diversas 
circunstancias-, la política que adoptamos fue: el Banco Hipotecario no tiene legitimación para otorgar 
comodatos a título gratuito ni a título oneroso, por la sencilla razón de que el sentido que tenían esas figuras, 
esa entrega de viviendas, esa entrega en uso de viviendas, era atender una situación crítica de gente con 
dificultades o incapacidad absoluta para acceder a una vivienda en circunstancias en que el órgano 
competente del Estado entendía que debía ser atendida. Quién incitó el celo del Estado o del órgano 
competente del Estado, que es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, es 
absolutamente anecdótico a mi juicio. Si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 


Ambiente entendía que esas personas debían estar usufructuando esas viviendas porque estaban en una 
situación objetiva que caía dentro de los preceptos de la norma que lo facultaba a subsidiar el acceso a esa 
forma de vivienda, por circunstancias casuales, desgraciadas y porque esa gente no tenía capacidad de pago, 
entonces debía exponerlo explícitamente. Eso fue lo que le solicitamos al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, independientemente de quién hubiera tenido la sensibilidad, el 
interés, el conocimiento del problema, porque no llegaban todos los problemas directamente al Banco 
Hipotecario. Si fue un Ministro, un Senador, un Diputado, es anecdótico; hace, tal vez, a parte de la cultura 
uruguaya, de país chico. Es aquello de "¡Mirá quién fue!"; a lo mejor por eso quedaban registrados nombres 
en planillas Excel o en cualquier otra documentación. "¡Mirá quién fue el que pidió originalmente esto!". No 
es un pecado que alguien reciba información -creo que le pasa a todos; a mí también cuando me tocó 
desempeñarme como Vicepresidente- sobre situaciones horribles que uno intenta resolver. 


¿Qué fue lo que quisimos conseguir? Una situación más prolija; es el Ministerio el que tiene que decidir, no 
el Banco Hipotecario. ¿Por qué? Porque a partir de 1992 hay un Ministerio de Vivienda que es el que decide 
en la política de subsidio y que puede aplicarla y, a partir de 2002, con crisis y ley de reforma del Banco 
Hipotecario mediante, el Banco asumió que no tenía recursos ilimitados para subsidiar en cualquier caso, ni 
siquiera la legitimación para otorgar esos subsidios, y mucho menos subsidios de carácter oculto como eran 
estos, en que los beneficiarios eran pocos y conocidos y los perjudicados eran muchos y anónimos. Entonces, 
lo que se hizo a partir de esa documentación -anecdótica en cuanto a quién originó el pedido, real en cuanto a 
que esas viviendas estaban siendo ocupadas y a que sus ocupantes sufrían una situación de urgencia- fue 
pedir al órgano estatal que tenía la competencia en la materia, que expresara que tenía conocimiento de ello, 
que estaba encuadrado en sus normas de actuación y que aprobaba y solicitaba al Banco Hipotecario. Pero, 
además, había otra cosa: pagaba al Banco Hipotecario, porque los comodatos pueden ser a título gratuito para 
el beneficiario, pero nunca lo son para la sociedad en su conjunto, y nosotros no teníamos los recursos ni la 
norma legal que nos amparara para otorgarlos gratuitamente, aunque los pidiera el Ministerio de Vivienda. 
Por lo tanto, lo que hicimos fue lograr que el que pagara fuera el Ministerio de Vivienda, que tenía los 
recursos a través del Fondo Nacional de Vivienda, y no el Banco Hipotecario, utilizando recursos que no le 
eran propios, que eran del conjunto de la sociedad y que no tenía autorización para darlos a esas personas, 
por más terrible que fuera la situación que vivieran. ¿Para qué? Para evitar una situación de ilegalidad. 


SEÑOR MAHÍA.- Voy a formular algunas preguntas. Como tuve que salir de Sala un momento, no sé 
si todas las preguntas que realizó el señor Diputado Bernini ya fueron respondidas. Si así fuera, luego 
leeré la versión taquigráfica; si reitero alguna, les pido que me lo aclaren. 


En sesiones anteriores analizamos el tema de la publicidad y cómo se había adjudicado. Contamos con 
documentos que nos hizo llegar el actual Directorio -a partir del informe de auditoría; supongo que ustedes lo 
tienen- en el que constan algunas notas que establecen que, por lo menos en determinado período, los 
entonces Directores tenían un cupo de hasta US$ 10.000 más IVA cada uno. El señor Giuria y los Directores 
nos transmitieron que no les constaba que esto fuera así, por lo que va de suyo que no hacían uso de ello. 


Mi pregunta es: ¿al resto de los miembros del Directorio actual, tampoco les constaba que hubiese una 
práctica similar en el pasado? ¿O que fuera esta? ¿Tampoco llegó a su conocimiento? 


La segunda pregunta refiere a los criterios generales de publicidad. ¿Les constaba a ustedes que esto era 
manejado directamente por los Presidentes con el Gerente General, con los mandos directamente? 


La tercera pregunta tiene que ver con los porcentajes a los que recién hacía referencia el señor Diputado 
Bernini relacionados con la adjudicación de viviendas. A todos nosotros se nos suministró la información - 
también a ustedes- de que en los primeros años de la pasada Administración -estoy hablando de 2000, 2001, 
2002- el Directorio otorgó directamente 660 viviendas -según se dijo en Sala- sin razón social aparente, o 
mejor dicho -como bien me corrige el señor Diputado Lorenzo- sin fundamentación. Es decir, transgrediendo 
las propias normas que dicta el Directorio para la adjudicación de viviendas y también transgrediendo los 
derechos potenciales de los ahorristas del Banco Hipotecario. La pregunta concreta es: ¿tampoco les constaba 
a los ex Directores de este último período que existiera esta forma de adjudicación? Porque si como decía el 
señor Diputado Bernini, en 2003 aparentemente hubo dos casos, y en 2004 hubo cero, la lectura que yo hago 
es que hubo un cambio radical con respecto al pasado. Si uno cambia algo, quiere decir que constató que algo 
estaba mal, lo modificó y actuó distinto. Ese es el razonamiento que yo hago; por eso mi pregunta. 


Tengo algunas otras interrogantes con respecto a un informe del Tribunal de Cuentas, del 31 de diciembre de 
2004; se hace un dictamen. En la Ordenanza N* 81 del Tribunal de Cuentas, en el punto 3.5) Evaluación del 
Sistema de Control Interno se dice: "El examen de funcionamiento del sistema de control interno 
implementado por el Organismo, tiene como objetivo determinar las pruebas de auditoria a realizar y 
establecer si existen debilidades significativas con relación a los objetivos de confiabilidad de la información 
contable y cumplimiento de leyes y normas que puedan afectar la preparación de los Estados Contables 
sometidos a auditoría. El Banco Hipotecario del Uruguay posee un sistema de control interno basado en una 
estructura organizativa, procedimientos y registros, que al ser examinados mostraron importantes debilidades 
en su aplicación y funcionamiento.- Además de las debilidades que dan origen a la abstención de opinión en 
el Dictamen de Auditoría, vinculadas a la falta de valuación de los bienes inmuebles que garantizan los 
créditos hipotecarios, la imposibilidad de confirmar la existencia de algunos bienes inmuebles y su 
correspondiente valuación y la falta de conciliación de los Créditos al Sector Público vigentes y vencidos, se 
han verificado otras debilidades que se detallan a continuación". 


Más adelante en el punto 3.5.2) "Evaluación de Riesgo" se dice: "En el Ejercicio 2003, el Banco Hipotecario 
del Uruguay aprobó el Plan de Acción (Acta N* 13.891 del 29 de diciembre de 2003) en el cual estableció la 
misión, los objetivos y estrategias del Organismo para el corto y mediano plazo. Si bien el nuevo Plan 
especifica algunos riesgos que enfrenta el Banco, no define objetivos por actividad y tampoco realiza una 
valoración total de cada riesgo no habiéndose completado durante el Ejercicio 2004 por parte del Organismo, 
el proceso de formulación y definición de objetivos y la identificación y valoración de riesgos". 


Posteriormente, en el punto 3.5.3), relativo a actividades de control, información y comunicación, integración 
de los dos sistemas de computación existentes, se expresa: "Si bien durante el Ejercicio bajo estudio se han 
realizado algunas conciliaciones entre el Sistema Único de Contabilidad y el Sistema de Contabilidad 
Central, se mantienen diferencias permanentes, habiéndose constatado al 31 de diciembre de 2004 que 924 
cuentas analizadas, solo 708 (76,60%) coincidían en los dos sistemas". 


Luego, en el punto 3.5.3.3), de conciliaciones bancarias, establece: "Las conciliaciones bancarias no son 
firmadas por la persona que realiza el control, no quedando evidencia de que hayan sido realizadas por 
personas independientes". 


En el punto 3.5.3.4, referido a actualización de carpetas de clientes señala: "Al igual que en años anteriores, 
se ha detectado que no existe un procedimiento que garantice la actualización de carpetas de clientes". 


Y, por último, con respecto al descalce de plazos, tasas y monedas, en el punto 3.5.3.5 se establece: "Algunos 
de los principales riesgos que enfrenta el Organismo es el descalce de monedas, tasas y plazos, afectando 
consecuentemente su liquidez.- De acuerdo a la Orden de Servicio N* 10.406 del año 2004, se crea el Comité 
de Riesgo, con el fin de asegurar la correcta ejecución de la estrategia de gestión de riesgos y la correcta 
implantación de políticas, metodologías y procedimientos definidos para ello.- No obstante lo anterior, 
durante dicho ejercicio el citado Comité no fue integrado, y como consecuencia no es posible mantener un 
adecuado seguimiento y monitoreo de los riesgos que afecta el Organismo". 


Concretamente, en términos generales, ¿cuál es su opinión con respecto a estos aspectos que establece el 
dictamen del Tribunal de Cuentas? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- En cuanto a las tres primeras preguntas sobre la existencia de cupos, 
criterios, publicidad... 


SEÑOR SAXLUND.- A los efectos de poder organizar la metodología de trabajo sería bueno que, 
cuando se realizan una o más preguntas -como en este caso-, se especifique a quien van dirigidas o, en 
caso de que se formulen a cada uno de los comparecientes, se diga que se espera la respuesta de cada 
uno de ellos. Si se dirige a uno en particular, que diga: "Quiero su opinión", y después, si alguien 
quiere agregar algo, que lo haga. 


SEÑOR MAHÍA.- Es buena la precisión. Cuando hice referencia a que algunas preguntas ya habían 
sido contestadas, es claro que hablaba del señor Giuria. Algunas fueron respondidas en la sesión 
pasada. Como nuevamente está presente el señor Giuria, ahora las hago en forma general. Si 
cualquiera de los ex Directores siente la necesidad personal, política o funcional de contestarla, con 


todo gusto lo escucharemos. No las he dirigido en particular a nadie, porque me parece que debo dar la 
libertad individual a quien quiera contestarlas. No están dirigidas en particular a nadie sino al período 
al que corresponde su actuación. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Vamos a tener que contestar individualmente. 


Con respecto a las tres primeras preguntas, mi respuesta es enfáticamente no. No teníamos conocimiento, 
nunca se nos dijo nada y creo que no existía. Por lo menos en nuestro período, ningún Gerente nos dijo que 
existía cupo y por lo tanto no usamos cupo de algo que no existía. Aun cuando hubiera existido, en lo que me 
es personal, nunca lo hubiera usado. Por ejemplo, en ningún caso aceptamos el uso de la tarjeta, que era 
común. Nosotros entendimos que no correspondía; no nos gustaba ese procedimiento y queríamos otro. Fue a 
propuesta del ex Director Saxlund y después todo el Directorio lo asumió como algo natural. 


Nunca se nos dijo, nunca supimos ni teníamos conocimiento de que existía cupo de nada: de vivienda ni de 
publicidad. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente, con respecto a las tres primeras preguntas, no se nos informó, ni 
ningún Gerente directa o indirectamente nos hizo saber que existía o había existido esa posibilidad. En 
determinado momento discutimos la necesidad de realizar algún tipo de comunicación profesional 
para que algunas oportunidades que el Banco brindaba estuvieran en conocimiento de todos y no 
solamente para aquellos que circulan en el entorno del Banco, por ejemplo el descuento por pago 
anticipado. Si bien se comunicaba de alguna forma, no se lo hacía profesionalmente. Hablamos de un 
procedimiento a seguir para contratar a una agencia de publicidad y divulgar de forma moderada y 
moderna esas cosas y otras que el Banco estaba ofreciendo a sus clientes. La discusión se dio en 
conjunto en el Directorio y el proceso se siguió a través de la Gerencia respectiva. Se hizo una 
preselección de agencias de publicidad y después se resolvió en conjunto -por una cuestión de 
oportunidad y para evitar suspicacias- dejar el tema para que el nuevo Directorio lo encarara. Siempre 
se hizo en conjunto dentro del Directorio; no había manejo de esos temas entre algún Gerente y la 
Presidencia, o entre algunos Directores. Quería agregar un ejemplo concreto en la misma línea de lo ya 
dicho, de algo que se hizo en una de las materias señaladas, como la publicidad, durante el Directorio 
referido. 


SEÑOR SAXLUND.- No me consta que hubiera reserva de publicidad. De hecho, lo único que hicimos 
en esa área fue solicitar el inventario de los saldos de publicidad contratada, para tener idea de cuánto 
había y para que se controlara el eventual uso que nosotros hacíamos con los remates que 
habitualmente publica el Banco Hipotecario. Hago esta precisión porque aparentemente -de acuerdo 
con la versión taquigráfica que recibí- se hablaba de que no había conocimiento ni control del uso de 
publicidad. Nosotros solicitamos un inventario -no sé si se había hecho antes- y pedimos que se 
controlaran los centímetros y los minutos de publicidad que se utilizaron en el canal oficial, de modo de 
llevar una cuenta corriente bien clara. 


Por otra parte, en cuanto a los criterios generales que se manejaron para la contratación de publicidad entre el 
Presidente y el Gerente General, no tengo la menor idea. La Presidenta nunca lo hizo; nosotros no 
contratamos publicidad y por lo tanto no me consta. 


En cuanto al tercer punto, tengo una posición diferente a la del señor Diputado Mahía, en cuanto a que uno 
cambia algo cuando ve que estaba mal. En lo que me es personal, actúo y actué de acuerdo con lo que es más 
adecuado, según mi leal saber y entender, para esas circunstancias. En el caso particular de la adjudicación de 
viviendas, creí necesario que se priorizara la adjudicación a través de procedimientos abiertos a todos los 
potenciales interesados, por la sencilla razón de que el Banco tenía y tiene un stock relativamente importante 
de viviendas desocupadas. Me parece un crimen que la sociedad haya hecho un esfuerzo de construir 
viviendas y hoy sean espacios vacíos sin que nadie los esté utilizando. Por lo tanto, creí conveniente que 
fuera abierto para todos los potenciales interesados y que todo el proceso de adjudicación fuera transparente 
para los potenciales interesados, la institución y los eventuales organismos controladores. 


En algunos casos como en el de los locales comerciales, me pareció conveniente que fueran competitivos, ya 
que no podía caber ninguna consideración de utilidad social. Lo mismo consideré para el caso de los garajes. 


Para el caso de las unidades de vivienda, creí que debía priorizarse a los ahorristas por varias razones. Creo 
que uno debe priorizar a la gente que muestra lealtad, conducta de ahorro y que piensa en el futuro. Creo que 
es un valor que hay que rescatar y en el que el Banco históricamente jugó un papel muy importante. 


Esos eran los criterios por los cuales creía que debían adjudicarse las unidades y fundamenté mi posición. 
Los criterios pudieron haber sido diferentes antes. No nos consta que haya habido irregularidades, 
ilegalidades o que los criterios fueran inconvenientes o inoportunos, por la sencilla razón, entre otras, de que 
había viviendas desocupadas. 


Mi criterio, con todas estas restricciones, podía ser discutible en cuanto a si conseguía el objetivo de que las 
viviendas fueran adjudicadas, porque llevaba más tiempo y requería más esfuerzo. En cambio, el adjudicarlas 
directamente, de pronto permitía solucionar más rápido la situación a una familia y esto, para decirlo en 
términos más o menos comerciales, no tenía costo de oportunidad para el Banco ni para la sociedad, porque 
se estaba adjudicando un lugar vacío. No es el procedimiento que yo hubiera elegido, pero no lo cambié 
porque estuviera mal, sino por mi convencimiento, aunque hubiera estado bien el otro procedimiento y fuera 
mejor que el mío. Me tendrían que haber demostrado que era conceptualmente mejor para la sociedad que un 
procedimiento abierto, transparente, competitivo y en el que se priorizara a los ahorristas. Yo no hice un 
cambio porque algo estaba mal, sino porque creí que en esas circunstancias esto era bueno. 


SEÑOR GIURIA.- Simplemente, quiero ratificar que no tuve ni supe de la existencia de cupos en 
publicidad ni en la adjudicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no tomé la precaución de darle la palabra al señor Giuria, porque ya lo 
había expresado claramente en la sesión anterior. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Con respecto al Tribunal de Cuentas, yo tuve relaciones profesionales 
con ese organismo hace muchos años, y tiene un pequeño defecto que hemos comentado con los 
Directores de los Departamentos 5 y 2 porque, lamentablemente, si bien el Tribunal, por disposición de 
la Constitución ya desde 1934 participa en el contralor de la legalidad de los actos antes, durante y 
después -participa prácticamente en todo, ya sea en forma directa o a través de auditores delegados, 
representantes delegados que son funcionarios de las propias empresas públicas pero que responden 
funcionalmente ante el Tribunal de Cuentas- no realiza un control concomitante o paralelo a la gestión. 
Por lo tanto, no está en condiciones de dar señales, amarillas, naranjas o las que se quiera, a la empresa 
durante todo el ejercicio. 


Como usted está hablando del 31 de diciembre de 2004, yo sospecho que el balance del 2004 el Banco lo 
debe haber terminado, con suerte y viento a favor, el 30 o 31 de marzo. Seguramente, porque por lo menos 
necesitaba tres meses para terminarlo. Lo cual implica que el dictamen del Tribunal llegó a conocimiento del 
Banco con posterioridad a esa fecha. 


Ese es un defecto que ya lo hemos hablado con los dos Jefes Técnicos de esas dos unidades, una con respecto 
a las empresas bancarias y otra con respecto a las comercializaciones industriales, porque entendemos que es 
bueno que se hagan gestorías concomitantes de gestión, inclusive, se cambió el énfasis de la auditoría interna 
del Banco, porque tenía ese enfoque. La auditoría interna del Banco iba a las sucursales, por ejemplo, con el 
fin de encontrar todo lo que estaba mal. Después se escribían diez hojas con todo lo que estaba mal, algunas 
cosas importantes otras banales, pero no daba oportunidad a la gente para decir "Cambien esto antes de que 
eso suceda". 


Ese enfoque de apagar el incendio, y no poner los aparatos contra incendio en forma previa, lo tratamos de 
cambiar inclusive como enfoque en la auditoría del Banco. Es decir, es bueno que realicemos auditorías de 
gestión y entonces digamos: "No mire, esto se está haciendo mal", de forma tal que cuando llegue la auditoría 
final eso se pudo haber salvado, si era salvable, porque hay ciertas situaciones de carencia de información 
que en el plazo de un año no es salvable. Yo creo que ya comenté que el procedimiento de licitación, es 
además el que se rige inclusive por el Banco Mundial, que es un procedimiento más rápido que el que se 
prevé en el TOCAF; estamos hablando de una compra de un sistema integral de gestión bancaria que 
presumiblemente el Banco estimaba en un millón y medio, pero hubo ofertas creo que de cuatro millones 
trescientos mil, la más alta; estoy tratando de recordar de memoria. Es decir, no es una cosa que uno pueda 


comprar de un día para el otro. Por lo tanto, uno tiene que testear, uno tiene que verificar, uno tiene que 
cambiar mentalidades dentro del sistema de informática, dentro de la Gerencia de Informática del Banco; nos 
consta que durante nuestro período tuvimos bastante oposición a cambiar por un sistema integral de gestión 
bancaria, por ejemplo. Ustedes saben que la Gerencia de Informática, por lo general, no tiene claro que ellos 
son una Gerencia total de apoyo, cuyo mayor cliente es la propia empresa, sino que ellos se creen que en 
realidad los clientes son ellos, y por lo tanto son ellos los que saben qué es lo que la empresa necesita y la 
forma en que lo necesita y en el tiempo que lo necesita. 


Simplemente voy a hacer un solo comentario. Cuando nosotros empezamos a trabajar en el régimen de 
fideicomiso se nos convenció después de mucho esfuerzo de que gente del propio Banco podía hacer un 
programa, un software, donde se pudiera registrar cualquier tipo de fideicomiso. Era la propia gente del 
Banco. Esto lo pensamos mucho, íbamos a comprar un "llave en mano", se nos habló, se nos conversó; 
honestamente creo que fue un error -como yo siempre digo, errores cometemos, creo que uno fue ese- y 
dijimos "Está bien, perfecto; háganlo ustedes y se les pagará por horas extra porque no podemos en el tiempo 
de trabajo, no sé qué, no sé cuanto, perfecto". ¡Todavía no está funcionando ese sistema, ese programa! ¡Lo 
dejamos nosotros! Supuestamente era en cuatro meses, en octubre de 2003 ¡ba a estar pronto. Creo que hoy 
no está pronto, porque no puede emitir las cuotas de los créditos fideicomitidos y, por lo tanto, como no 
puede emitir las cuotas uno no sabe cómo le va a cobrar. El fiduciario, que es el que administra la cartera 
fideicomitida, no tiene forma de chequear que realmente la cuota es correcta y por lo tanto poder cobrarla. 


Entonces, digo: ese era el Banco, y sospecho que debe seguir siendo el Banco de hoy, no creo que haya 
cambiado tanto porque la gente no cambia, por lo general, salvo mala intención, manifiesta mala intención. 
Suponiendo que esa manifiesta mala intención no hubiera existido, supongo que esos problemas o parte de 
ellos todavía deben existir en el Banco. 


Por lo tanto, el informe del Tribunal con respecto a la evaluación de los inmuebles, creo que ya lo comenté: 
nosotros, durante nuestro período, contratamos a una empresa que hizo una evaluación, por lo menos del 
60% de las tasaciones, a los efectos de poder levantar algunas observaciones, no solo del Tribunal sino del 
propio Banco Central. Entonces, se hizo un esfuerzo muy grande en ese año y luego se siguió -y por lo que 
tengo entendido luego se siguió con este Directorio- con el plazo de finalización; inclusive se solicitó un 
plazo de finalización al Banco Central, un año para terminar con la combinación de la tasación de todas las 
garantías hipotecarias, y el Banco Central estuvo de acuerdo en su momento. 


Entonces, ¿que es una debilidad? ¡No me cabe ninguna duda! KPMG ya había dicho que era una debilidad, 
pero también KPMG dijo que era una debilidad que veía, que había un proceso que se estaba tratando de 
salvar. Creo que eso es muy importante y creo que no fue resaltado como se debe resaltar. Una cosa es saber 
que todo está mal y no hacer nada, y otra cosa es saber que algo está mal si uno está haciendo lo imposible 
para tratar de solucionarlo. Lo que pasa es que estaba tan mal, que esas cosas requieren mucho tiempo. 


Nosotros estuvimos un año y medio; creo que en un año y medio hicimos lo que se pudo dentro de lo que son 
los plazos para la Administración Pública. Es decir, podemos estar de acuerdo o no con el TOCAE, pero el 
TOCAF existe y nosotros como administradores públicos tenemos que cumplirlo. Es más, hicimos la 
modificación del TAL 49/98 con el Poder Ejecutivo, justamente, para tratar de rever los plazos. 


Con respecto a la evaluación de riesgos, nosotros creamos el Comité de Riesgo, que en ese momento no 
estaba creado en el Banco. Por supuesto que en cuanto al plan de acción a mí me asombra el informe del 
Tribunal de Cuentas, no se puede en un plan de acción, que es un plan estratégico global, que no es un cuadro 
de mando integral, que son dos cosas diferentes... El cuadro de mando integral participa en un plan 
estratégico de la identificación de la misión, que es el objetivo de la empresa, de la visión, que es la expresión 
de cómo yo me veo en esa misión y cómo me ven los clientes. Esto es, yo quiero ser el Banco de primer piso, 
de mayor credibilidad en la plaza uruguaya, o quiero ser el Banco del segundo piso, esto es, el que administra 
carteras fideicomitidas de créditos hipotecarios de primer nivel y participar en el desarrollo del mercado de 
capitales en el Uruguay. Esa es la misión, lo que yo quiero ser de la misión. Me quiero ver a mí mismo como 
el primero, como un grado de excelencia. 


Y luego uno, definida la misión y la visión, define, cuantifica dentro de lo posible, los objetivos que la 
expresión cuantitativa de la misión y la visión, y hace estrategias. Es decir, qué tengo que hacer para cumplir 
con esas metas. 


No puede uno decidir, en un plan estratégico, cuáles son las metas cuantitativas de cada una de las unidades 
de gestión de la empresa, porque eso no se define en un plan estratégico. Se define lo que se denomina el 
cuadro de mando integral. 


El cuadro de mando integral, que nosotros empezamos a trabajar en nuestro Directorio, dependía, primero, de 
la estructura organizacional del Banco y, segundo, de los Gerentes. Cuando nosotros llegamos no existía una 
estructura organizacional del Banco que se adecuara a las normas dispuestas por la Ley N* 17.596, y no 
teníamos Gerentes porque entendimos, en la primera sesión de Directorio -que no fue una decisión fácil, y 
creo que Giuria, que conocía a la gente con mayor antigúedad que nosotros, es consciente de que no fue una 
decisión fácil... 


Ustedes se acordarán que en el año 2003 hubo un decreto del Poder Ejecutivo. Los entes autónomos tienen 
potestades para modificar sus propios Estatutos, a diferencia de los servicios descentralizados, y propusieron 
la modificación de la edad máxima de retiro para el personal bancario, lo cual era, creo, de 60 años. 


El Banco Hipotecario en su momento, el Directorio anterior, había dispuesto la prórroga -estaba en sus 
facultades- por un año más o no sé qué período -no me acuerdo ahora; me aclaran que hasta cinco años-, de la 
totalidad de la plana gerencial del Banco. Nosotros lo conversamos en su momento y llegamos a la 
conclusión de que las modificaciones filosóficas de la Ley_N* 17.596 eran tan fuertes que los Gerentes que 
hasta ese momento actuaban no estaban en condiciones de cumplir con esa nueva visión y misión del Banco. 


Entonces, en la primera reunión de Directorio citamos a todos los Gerentes y les dijimos que nuestra 
intención era, por supuesto, agradecer los servicios que habían prestado al Banco -que en algunos casos eran 
invaluables-, pero que en esta nueva etapa del Banco entendíamos que se requerían otras características 
intelectuales y de gestión y que, por lo tanto, íbamos a proceder a la suspensión de ese acto a partir de ese día 
exacto; creo que las muertes tienen que ser rápidas, no pueden ser agónicas o anunciadas un año antes. Uno 
tiene que tener respeto por el funcionario y decirle la verdad como es y en la cara; tuvimos que decirles que a 
partir de ese mismo día íbamos a prescindir de sus servicios y a utilizar el decreto por el cual se rebajaba el 
tope máximo de edad a los 60 años, que, lamentablemente, a partir del día siguiente no iban a concurrir más 
al Banco. Nos quedamos con dos personas en forma interina, que se fueron en diciembre; uno era el 
Subgerente General y otro el Secretario de Directorio. Los dejamos simplemente por una cuestión de 
hilación: debíamos tener por lo menos dos o tres personas que supieran de la historia del Banco para permitir 
esa transición. 


Mientras tanto, se diseñó el plan de acción del Banco en conjunto con los funcionarios y con AEBU. Hay que 
reconocer que, en general, las relaciones de AEBU con nosotros -salvo algunas situaciones chispeantes; creo 
que fue una sola- fueron muy buenas. Tuvimos muy buenas relaciones con AEBU oficial y con AEBU Banco 
Hipotecario; y si ustedes se toman el trabajo de cotejar algunas propuestas de AEBU, verán que la gran 
mayoría están recogidas en nuestro plan de acción. En dicho plan diseñamos una estructura organizacional 
que tuviera por finalidad, justamente, lo que observa el Tribunal de Cuentas. Lamento que el señor Diputado 
Mahía no se encuentre presente, porque no es lo mismo escuchar esto personalmente, con mi énfasis -porque 
realmente es un tema que nos preocupó mucho-, que leerlo después en la versión taquigráfica. Lo que más 
nos preocupó fue un tema de riesgo; entonces, por ejemplo, creamos gerencias que se autocontrolaran. Eso lo 
señalaba muy bien y enfáticamente Gerardo Saxlund. Hemos tenido reuniones con todos los funcionarios en 
el tercer piso explicando esto más de una vez; por supuesto que íban los que querían. Justamente, se trata de 
señalar e identificar unidades de gestión en cada Banco. Teníamos la unidad de Origen de Créditos 
Hipotecarios, la de Recuperación de Activos, la Gerencia de Cartera Social; esto implicaba que si la Gerencia 
de Origen de Créditos Hipotecarios, que era la que otorgaba los créditos, tenía un problema, por ejemplo, un 
cliente al cual se le había concedido un crédito y fallaba luego en el pago, tenía que pasar el caso a la 
Gerencia de Recuperación de Activos; pero esta necesariamente tenía que preguntarle a la primera por qué 
había fallado ese cliente, por qué el asunto terminaba en su Gerencia. Si realmente se habían hecho las cosas 
bien -salvo imponderables; estamos hablando de después de la crisis del 2002-, si esa persona había sido bien 
estudiada en términos de su capacidad de pago, voluntad de pago, integración del grupo familiar, etcétera, 
tendría que estar en condiciones de pagar el préstamo. 


Me refiero a ese tipo de controles que son automáticos, porque cada Gerencia tiene que explicarle a la 
subsiguiente por qué hizo algo mal, si es que lo hizo, porque puede decir: "No, mire, esta persona fue 
despedida", y obviamente eso no es problema de la Gerencia que concedió el crédito; es un imponderable. 


Pero si realmente esa persona no había sido despedida, entonces, ¿dónde había estado el problema? En la 
Gerencia cuando hizo el estudio de análisis del ingreso, por citar un ejemplo. 


Entonces, las distintas gerencias del Banco en la nueva estructura estaban creadas con esa filosofía, teniendo 
en cuenta, además, lo que ya dijimos en cuanto al reforzamiento que le hicimos a la unidad de Auditoría 
Interna. Estaban creadas para que pudieran autocontrolarse por gestión, por resultados y por riesgo; y en 
algún futuro no muy lejano, estaba la posibilidad de que algunas de esas unidades inclusive se separaran del 
Banco y funcionaran en forma independiente, a través de la figura del fideicomiso o de lo que fuese, ya sea la 
unidad de Recuperación de Activos o la unidad de Gestión de la Cartera Social. Por eso se habían señalado 
así. 


Esa estructura fue aprobada el 29 de diciembre del 2003; luego de eso, no teníamos gerente. Si bien dejamos 
libre el grado de la escala de patrón única bancaria para el cargo de Gerente General, que es el grado 65 -el 
último de la escala; los Subgerentes Generales, son grado 63-; nunca usamos el grado 65. Nuestro Directorio 
decidió que en la estructura -me acuerdo que en su momento al doctor Barrán esto mucho no le convenció, 
pero le dimos buenas razones- no podíamos nombrar un Gerente General. ¿Por qué? Porque el Gerente 
General es la persona que representa la misión, la visión y los objetivos del Banco; y en ese momento 
entendíamos que no había una persona que estuviera tan consustanciada -en eso puede decirse que pecamos 
un poco de arrogantes; creo que no; la gente puede ser muy buena; siempre cabe la posibilidad de que alguien 
nos vea como tales- como para ser Gerente General. No había ningún Gerente; algunos tenían grados 
relativamente inferiores y realmente no sabíamos quién podía llegar a serlo, ni a quien podríamos 
encomendarle cumplir esa tremenda función. Para poder llenar esa estructura, íbamos a hacer -compartiendo 
totalmente lo que dice el contador Saxlund- procesos claros y transparentes, de acuerdo con la Ley N* 16.211, 
esto es, íbamos a crear un proceso en el cual cualquier persona, que tuviera las calidades y las calificaciones 
necesarias y que se sintiera con ganas de ponerse el Banco al hombro, se postulara para cualquiera de esos 
cargos gerenciales y pudiera ser nombrado, si pasaba las pruebas. 


A tales efectos, creo que generamos un proceso que solamente lo he visto en el Banco Central -en ninguna 
otra empresa pública-, que consistió en la contratación de una consultora privada a través de un llamado 
abierto -ganó una, pero podría haber ganado cualquier otra-; todas las personas que se presentaban tenían que 
pasar por un test psicolaboral. En un primer paso, la consultora decía quiénes tenían características 
gerenciales y podían ser gerentes; luego había un segundo proceso en el que se calificaban sus méritos y 
después un tercero, se fijaba un mínimo de tres y un máximo de cinco. En algunos casos ese mínimo no pudo 
ser llenado; hubo instancias en las cuales el llamado fue declarado desierto y otras en las que solamente pasó 
una persona a juicio de la consultora: en otros pasaron tres o cinco. Se hacía una presentación ante un tribunal 
calificador integrado por quien habla y por algún otro integrante del Directorio, donde también estaba 
presente la consultora, AEBUÚU, con voz pero sin voto, y, por supuesto, un representante de las personas que se 
presentaban al concurso. 


Como se dan cuenta, este también es un procedimiento relativamente largo. Obviamente, primero llenamos 
los primeros cargos gerenciales; luego de nombradas, esas personas, a su vez pasaban a integrar los tribunales 
y luego se procedía en cascada hacia abajo. Esto lleva su tiempo. Las cosas hechas a dedo son rápidas, es 
cierto; pero no las cosas con procesos abiertos, en los cuales uno trata de buscar no solamente la calidad, la 
excelencia y la formación profesional, sino también la aptitud para ser gerente. Nos costó hacerle entender 
eso a la gente. Uno puede ser un excelente profesional, excelentísimo profesional, pero puede ser mal 
gerente, porque las cualidades para serlo van más allá de las cualidades para ser profesional. En esto tuvimos 
algún problema en algún área -no importa dar el nombre acá, porque no vale la pena-; quien habla y el 
Vicepresidente del Directorio, hablamos con todos los que no habían llegado y les explicamos personalmente 
por qué entendíamos que no habían logrado llegar a la última etapa. Algunos estuvieron de acuerdo, otros no; 
estaban en todo su derecho: como cualquier acto administrativo, este era recurrible. 


Con respecto al informe del Tribunal de Cuentas, creo que la evaluación de los riesgos, como decía, estaba en 
el cuadro de mando integral, que abre para cada unidad de gestión la misión, la visión y los objetivos 
establecidos desde el punto de vista corporativo, esto es, para toda la empresa en su conjunto. Si nosotros no 
teníamos las unidades en funcionamiento con las cabezas, luego era muy difícil bajar eso; podíamos hacerlo a 
dedo, pero está demostrado -sin ser Taylor, porque era mecanicista, de Fayol en adelante- que no funcionan. 
Había que dar participación a los gerentes para que se consustanciaran con las metas. Además, ellos iban a 
ser controlados por el cumplimiento de las metas. Nuestro Directorio decidió que se otorgaban funciones por 


dos años. No se otorgaba el cargo, pero sí las funciones por dos años, sujeto a valoración semestral del 
cumplimiento de metas, lo cual implicaba que ellos tenían que conformar parte de las metas. Nosotros no le 
podíamos imponer una meta a una persona que la asumiera a ojos cerrados y dijera: "Bueno, a ver qué hago 
con esto para poder cumplirla”. La idea era que todos participaran en la definición de esas metas y luego nos 
pusiéramos de acuerdo en cuanto a qué indicadores se iban a utilizar para evaluar su cumplimiento. Entonces, 
después sí podíamos decir: "Usted participó, las definió, nos pusimos todos de acuerdo sobre cuáles iban a 
ser los indicadores, qué estrategias se iban a utilizar y qué objetivos se iban a cumplir. De manera que si usted 
no cumplió, va a tener que justificar por qué no lo hizo". 


Eso lleva tiempo, porque se trataba de un cambio de filosofía gerencial que entendíamos que era básico. 
Entonces, preferimos no apurar las cosas, en aras de establecer un nuevo procedimiento que fuera estable, no 
por las personas ni por los objetivos, ya que los objetivos de las empresas varían con el tiempo y las 
estructuras tienen que ser flexibles, es decir, tienen que adecuarse a los nuevos objetivos. Pero la filosofía en 
cuanto a qué es lo que a uno le debe importar como funcionario de una empresa es, obviamente, y antes que 
nada -cosa que en el Banco no era fácil de hacer entender-, satisfacer al cliente. Las empresas existen porque 
existen clientes y porque estos están satisfechos. 


Esa visión de que el cliente es lo primero costó mucho que fuera prioritaria en el Banco. Por ejemplo, costó 
que los clientes fueran atendidos solamente en planta baja. Aunque parezca mentira el hecho de que el cliente 
no tenga que bajar al subsuelo, subir al primer piso y luego bajar a la planta baja, por ejemplo, significó un 
cambio hasta cultural para los propios funcionarios del Banco. En este sentido, quiero destacar que la gente 
de Arquitectura se portó muy bien; se reciclaron muchas cosas y así esto se pudo solucionar. La gente además 
de cliente es una persona y merece el respeto que corresponde. Para dar un ejemplo, podemos decir que 
FUCVAM es un mal cliente, pero sigue siendo cliente del Banco y, por lo tanto, quien habla, como Presidenta 
y representante del Directorio siempre los recibió. Y lo hizo porque son clientes del Banco; malos clientes 
porque no pagan, pero clientes al fin. Por lo tanto, tienen derecho a que yo los reciba y yo tengo la obligación 
de recibirlos. Después nos diremos lo que queremos en la cara -como corresponde- sobre por qué no pagan y 
por qué entiendo que deben pagar. Pero ese es otro tema. 


SEÑOR DELGADO.- En la misma línea que la contadora Pérez Montero, quiero decir que en ese 
tribunal de selección en el que participé también, más allá de que sus resoluciones luego fueran 
llevadas y aprobadas finalmente por el Directorio, se estableció una norma que creo es válido subrayar. 
Ninguno de los Gerentes que accedieron a sus cargos lo hizo en forma definitiva. Se estableció que lo 
fueran por un plazo determinado para dar la posibilidad a los nuevos Directores del Banco de revisar 
el desempeño del Gerente en el cumplimiento de las metas. Eso es algo que fue muy discutido, había 
opiniones diversas. Pero este Directorio de hoy tiene las manos libres para revisar esos nombramientos. 
Esto quiere decir que evitamos dejar situaciones congeladas, que después dieran lugar a que el Banco 
tuviera problemas de demandas presentadas por sus funcionarios. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Respecto al último punto del informe del Tribunal en cuanto al 
descalce de plazos, tasas y monedas, puedo decir que sospecho que lo único que hizo fue analizar la 
página dos de nuestro plan de acción. 


Allí se establece como una de las causas de la situación económico-financiera del Banco el descalce de tasas, 
monedas y plazos. El Banco se endeudaba en dólares y otorgaba créditos en UR, con asunción de créditos a 
seis meses, cuando prestaba a veinticinco años, con un promedio de veintidós años y, por supuesto, pagaba 
tasas más altas por los créditos que obtenía que por los préstamos que daba. 


Este fue uno de los primeros elementos que se modificó cuando se cambió el procedimiento de multiventa, 
porque durante nuestro período el Banco no otorgó créditos en efectivo. Otorgó créditos -esto es algo que la 
gente confunde-, pero una cosa son los créditos en pesos y otra los que se otorgan a través de la venta de 
viviendas propiedad del Banco. Se trata de créditos porque se venden las viviendas mediante un crédito 
hipotecario. Por lo tanto, se otorgaron créditos hipotecarios bajo la forma de la colocación de viviendas y lo 
primero que se hizo fue modificar las tasas, porque se estaban vendiendo viviendas a tasas menores a las que 
captaba el Banco. 


Como bien señalaban los ex Directores Delgado y Giuria, se modificó el convenio con el Banco de la 
República, al que luego de la crisis del año 2002 se habían trasladado todos los depósitos en moneda 


extranjera, aumentando los plazos hasta el año 2010 -si mal no recuerdo-, y modificando las tasas para que 
fueran equivalentes a las tasas de captación de los propios fondos del Banco de la República. De esta forma, 
cualquier beneficio que obtuviera el Banco de la República en la captación de sus fondos, nos los pasaba al 
Banco Hipotecario. 


Desde el mes de octubre hasta de marzo de 2005, el Banco Hipotecario pagó puntual y exactamente lo que 
debía al Banco de la República. Nunca, en ningún caso, se pagó un peso de menos, lo cual -para el momento 
que estaba viviendo el Banco Hipotecario- no deja de ser un hecho interesante, por no decir destacable. 


Es decir que no solamente sabíamos que la crisis del 2002 había sido una crisis estructural del sistema 
financiero, sino también que el hecho -si bien no fue con carácter general- de que la banca pública 
reprogramara sus depósitos había sido un impacto muy fuerte para los clientes uruguayos que confiaban -y 
confían- en todas nuestras empresas públicas. Creo que esto es algo cultural; los uruguayos, en principio, 
tienden a confiar en las empresas públicas. Por lo tanto, entendíamos que en virtud de que esa confianza que, 
por razones ineludibles - lo entiendo así-, había sido vulnerada, el Banco Hipotecario, un actor más dentro de 
la crisis financiera, tenía que ser un elemento que eliminara la posibilidad de que hubiera una nueva crisis. 
Por lo tanto, para contribuir a evitar una eventual crisis futura, tenía que cumplir estrictamente las 
obligaciones con el Banco de la República, hecho del que nos enorgullecemos todos quienes estamos acá 
presentes. 


SEÑOR MAHÍA.- Quiero dejar una constancia concreta y al pie. 


Lo hemos dicho a cuanta delegación ha estado aquí: nosotros en este caso preguntamos o leemos informes y 
en lo personal no intentamos hacer juicios de valor -más allá de que inevitablemente pueda deslizarse 
alguno-, porque creemos que no es la oportunidad. Lo hacemos una vez que se retiran las delegaciones en 
este ámbito o en el debate público. Pero que no nos manifestemos acá no significa acuerdo o desacuerdo con 
las cosas que aquí se han dicho. 


La contadora Pérez Montero señaló que yo no estaba en Sala cuando estaba dando su respuesta. Quiero 
recordar a los colegas que hoy es 18 de mayo y que yo resido en la ciudad de Las Piedras, donde se está 
realizando una celebración importante, como siempre en esta fecha Hoy se cumplen 195 años de la Batalla de 
Las Piedras y me llamaron porque el Intendente Municipal de Canelones en el acto estaba acompañado con 
dos colegas legisladores. En mi caso particular, esta habría sido la primera vez que tenía oportunidad de estar 
en una celebración con un Intendente del Frente Amplio. 


Esa fue la razón de algún contacto telefónico que he debido hacer, por el cual circunstancialmente he tenido 
que salir de Sala. Como canario, como pedrense y como representante del partido que integro, hice la opción 
de estar hoy en esta investigadora, a pesar de lo que acabo de señalar, por haber sido el miembro denunciante, 
cuando ni siquiera hago quórum para que esta funcione. 


SEÑOR LORENZO.- El señor Diputado Mahía sabe que yo participo del mismo concepto que él; lo 
señalo, entre otras cosas, para no hacer perder el tiempo a las personas que vienen aquí a colaborar. Lo 
que pasa es que como a veces se hacen preguntas que tienen una clara intencionalidad o que, en 
algunos casos, son capciosas, o se hacen reproducciones parciales de expresiones anteriores al momento 
de preguntar, me parece de uso aclararlas. Entre otras cosas, le consta a todos que, a veces, cuando se 
hacen preguntas de manera elíptica, tratando de ser delicados, manejando algunas situaciones en 
abstracto, yo me he preocupado de plantearlas en concreto, para que se entiendan. Inclusive, en una de 
las reuniones, cuando estuvo el Directorio actual del Banco Hipotecario, se hizo una pregunta concreta, 
que es si a partir del conocimiento de ciertas situaciones irregulares, en las que hay instaladas 
"inmobiliarias" -entre comillas- en un complejo del Barrio Sur, en definitiva no había también un 
conocimiento, en el momento de las adjudicaciones directas o de comodato, de que se que estaba dando 
viviendas a personas que después las ponían en un circuito de comercialización. A veces se hacen 
preguntas, pero el que está no las entiende y yo me he preocupado de que se comprendan para ser 
precisos, pero no para hacer manifestaciones o evaluaciones políticas. Pero, como todo está mezclado, 
vale la pena. 


Quiero destacar que es poco común el lenguaje que maneja la ex Presidenta del Banco en el ámbito de las 
empresas públicas; es un lenguaje profesional que yo conozco por mi actividad privada. La verdad es que 
impacta positivamente; es poco común hoy. Hay buenos profesionales, pero... Entonces, hay cuestiones que a 
veces no calzan bien. 


Lo que son los procesos normales de la Administración Pública aplicados en un ámbito de gestión empresaria 
-aunque sea también pública y, en algunos casos, monopólica- tiene sus problemas. Una empresa privada, en 
general, tiene la preocupación de saber si su estado de situación patrimonial responde a la realidad; no es solo 
la auditoría externa la que define eso. Se hace para saber si tienen algo o no, por un tema de propiedad. A 
nosotros nos pasa en las empresas públicas que no importa. Entonces, como no importa y, además, no es 
debido desde el punto de vista del procedimiento, corre. 


No es raro tampoco que el Tribunal de Cuentas, que tiene una intervención preventiva en algunos procesos 
para ejercer un control de regularidad, tenga una opinión en los actos aislados, por medio del contador 
delegado, pero después, cuando emite un pronunciamiento sobre la totalidad, mande un listado enorme de 
objeciones. Pero lo importante en todo esto es saber si se hacen cosas para mejorar, como decía la señora ex 
Presidenta. 


Quiero hacer dos preguntas concretas. Tenía tres, pero una me la contestó; tenía que ver con las relaciones 
con AEBU en particular. El Directorio actual estuvo aquí en su momento y planteó que estaba manejando en 
una Comisión arbitral una situación de diferencia de criterio con el Directorio del Banco con respecto al 
aumento del descuento a los funcionarios para la financiación de la clínica; lo que se llama clínica sería el 
seguro médico. Entonces, también hay que tener conciencia de que a veces los procesos de mejora o de 
cambio tienen un conjunto de intereses legítimos que van en contra. La decisión de la Federación Uruguaya 
de Cooperativas de Vivienda de Ayuda Mutua o de otras instituciones de segundo grado cooperativo -yo he 
sido cooperativista de vivienda; he estado en esos ámbitos-, de no pagar o de pagar a cuenta, también tiene lo 
suyo. O sea, son intereses legítimos; yo no los cuestiono, pero a veces influyen de manera que un Directorio 
que quiere hacer determinadas cosas está condicionado y no las puede hacer o tiene que considerar la 
inclusión de esas cosas. 


Quería preguntar cómo evaluaban ustedes el funcionamiento del seguro de salud que tienen los funcionarios 
del Banco, cómo encararon esa situación, porque es claro que ahí había un agujero negro. Había un sistema 
que funcionaba y que, de alguna manera, pagaba muchas cosas, pero estaba desfinanciado desde el punto de 
vista de la contribución que cada empleado del Banco -inclusive, los Directores- hacía a ese sistema. 


La segunda pregunta es muy concreta. La ex Presidenta del Banco hizo referencia a una lista de solicitudes 
de vivienda -quiero precisar que yo no estoy validando que esa lista se corresponda con la realidad, porque la 
verdad es que, hasta ahora, no tenemos elementos para eso y no nos podemos hacer eco de algo que nadie se 
hace responsable de haber producido, más allá de que lo pueda decir en otro ámbito-, y dijo que esa lista tenía 
una especie de columna con la referencia de dónde venía el pedido y dijo que había gente de todo tipo y 
color, según su expresión. La pregunta directa es si en esa lista de actores políticos, parlamentarios o no - 
insisto: no valido esa lista-, había nombres notoriamente vinculados a los partidos -lo digo en orden 
alfabético- Frente Amplio, Partido Colorado y Partido Nacional; excluyo al Partido Independiente, pero 
capaz que estaba. Insisto: pregunto si cuando dijo: "de todo tipo y color" se refería a que había personas 
notoriamente identificadas con los tres principales partidos políticos que actúan hoy en Uruguay. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Con respecto a la lista, sí la había. Vuelvo a insistir: no voy a decir 
nombres porque me parece muy poco ético en la medida en que no me consta en lo personal -y creo que 
tampoco al resto del Directorio- que hubieran habido solicitudes por escrito. Aun habiéndolas habido, 
el contador Gerardo Saxlund tenía su opinión y yo la mía, que puede diferir de la suya. Por eso no los 
digo; me parece una falta total de ética decir nombres cuando uno no tiene pruebas para decir que no 
fue alguien a quien un día se le dio por escribir nombres al azar. Pero, sí, había nombres de 
absolutamente todos los colores; es más: alguno que sigue siendo Senador, Diputado y algún Ministro 
actual también. Así que no importa. 


Insisto: creo que no viene al caso. No sé si era una práctica común o no; simplemente, existía, pero tampoco 
nos consta su veracidad. Así que, para mí, simplemente lo que existió en su momento fue una lista de 
comodatos, con gente que realmente estaba necesitada porque eran casos de urgencia médica, como los de 


plombemia... Eran casos que, inclusive, luego remitimos al Ministerio de Vivienda para que chequeara si 
realmente se justificaba que se les diera una solución urgente a esas situaciones en particular. Muchos de 
ellos fueron luego solucionados con el sistema que yo les comentaba; o sea que eso fue solucionado de esa 
manera. 


Discúlpeme pero no recuerdo la primera pregunta... 
SEÑOR SAXLUND.- Se refería a la clínica médica. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Voy a hacer un comentario muy pequeño y le voy a pasar la palabra 
al contador Saxlund, si él lo estima conveniente, porque él participó en forma directa en una situación 
bastante enojosa; hubo varias, pero una en particular bastante enojosa. 


Yo no me acuerdo ahora de la primera ley, pero creo que fue una ley de Rendición de Cuentas; si ustedes 
recuerdan, había dos empresas públicas en particular que tenían prestaciones directas de servicios médicos. 
Eran ANCAP y el Banco Hipotecario. Un artículo de esa ley decía que tenía que ser eliminada la prestación 
directa de servicios médicos. Luego hubo una segunda ley que creo que era la N* 17.693 -de esa sí me 
acuerdo-, que fue una ley muy cortita, en la cual se estableció que realmente podían seguir prestando los 
servicios médicos siempre y cuando los costos se ajustaran al valor equivalente a una cuota que pagaba 
DISSE, en esas condiciones. Nosotros -en el Banco, lo de ANCAP es problema de ANCAP; en realidad, es 
problema de todos los uruguayos, pero no importa- nos enfrentamos con esa situación y dijimos: "Lo primer 
que hay que hacer, como siempre, es cumplir con la ley. Nos guste o no nos guste, está". Tuvimos reuniones 
con AEBU, diciéndoles: "Miren, la posición de este Directorio va a ser cumplir la ley". Es cierto, los costos 
eran muy altos, pero también el sistema era excepcional -el contador Saxlund trabajó en salud-: jubilados, 
activos... Era un sistema de prestaciones muy generoso -por decirlo así-, en el cual ellos aportaban creo que 
un 0,75% del salario y el resto -fuera lo que fuera- era pagado directamente por el Banco. Es decir que había 
un Director de la clínica médica que era el que autorizaba -él o quien en él delegara- cualquier prestación de 
servicio médico que se entendiera necesaria, ya fuera para personal activo o para el personal retirado. 


Nosotros, en un primer momento, pensamos en hacer una adjudicación, por lo menos, de los servicios 
hospitalarios y eliminar directamente la prestación de servicios médicos. Pensábamos quedarnos con algunos 
médicos como certificadores, llegado el caso, y eliminar la farmacia -el Banco también tiene farmacia; 
teníamos una clínica farmacéutica-, pero luego sale esa segunda ley que les comenté, y AEBU nos dice que 
cumplamos con esa ley y que mantengamos los servicios médicos. Por lo tanto, dijimos: "Bueno, perfecto; 
podemos llegar al caso". Igualmente, seguimos iniciando estudios de cuánto costaba, de qué posibilidades 
había de hacer una licitación de llamado a servicios sanatoriales, por lo menos, con tres o cuatro mutualistas 
importantes de Montevideo; había un problema con el interior porque mucha gente del interior se tenía que 
venir a Montevideo y ellos no tenían convenio con FEMI. En fin, la situación era bastante conflictiva. 
Llegamos a la conclusión de que, por lo menos, íbamos a cumplir con la ley. No sé si en marzo o abril se 
estableció que el aporte que iba a hacer el Banco sería equivalente a lo que disponía la ley y que cualquier 
exceso de costo sería financiado por los propios beneficiarios. El Banco no iba a financiar más allá de lo que 
establecía la ley. 


Mensualmente se fijaba el valor de reintegro de la cuota, creo que en ese momento era de $ 740. Cuando 
llega fin de año, hay un déficit entre lo que aportaba el Banco y lo que aportaban los funcionarios. Había el 
saldo de una cuenta; se le pidió informe a Jurídica para ver quien era "el dueño" -entre comillas- de esa 
cuenta; el dueño era el Banco Hipotecario. Se le comunicó a AEBU que la diferencia se iba a cargar contra 
esa cuenta y se descontó de esa cuenta. No tenemos idea de lo que pasó después. 


SEÑOR SAXLUND.- Quisiera abusar del tiempo de ustedes para hacer una aclaración con respecto a 
los nombres, a la existencia de una lista con nombres de personalidades que podían haber estado 
fomentando que se adjudicaran viviendas. En mi intervención anterior fui absolutamente enfático en 
que para mí eso es absolutamente anecdótico. Creo que en ningún momento, lugar o circunstancia uno 
debe ser caja de resonancia a lo que pueden ser instrumentos terroristas, llamémosle así. Dadas las 
dificultades de control interno que hay en el Banco, el hecho de que aparezcan 23 viviendas, de las 
cuales se dice que el Senador Tal o el Diputado Fulanes -como diría Di Candia- o Colachatés las está 


solicitando, si no hay documentos que lo acrediten, no es un elemento de juicio, no tiene un viso de 
razonabilidad, ni siquiera, para afirmar que esa persona haya estado interesada. 


Por lo tanto, sí había 140 comodatos y sí había gente que decía que los había pedido Fulano o Zutano. 


Con relación a la clínica médica, leí la versión taquigráfica de la Comisión. 


SEÑOR LORENZO.- Yo tomé nota de que usted dijo "anecdótico". Para nosotros no es anecdótico 
porque es uno de los puntos centrales de la investigación de la Comisión. Esta bien; usted lo considera 
así. A mí me gusta profundizar en estos temas. 


Quiero decir que presté atención a lo que usted manifestó; lo entiendo y acá tengo anotado "anecdótico". 


SEÑOR SAXLUND.- Lo que quiero resaltar es que esa famosa lista no responde a la existencia de 
ninguna documentación oficial o formal que pueda involucrar a ninguna persona. Por eso, 
personalmente, tomé el hecho de modo anecdótico. 


Alerto a la Comisión para que no considere que surge de documentación fehaciente que algún Ministro o 
Diputado hubiesen pedido tal o cual cosa. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Hay una solicitud -lo digo con nombre y apellido porque está en un 
acta- de la Diputada Margarita Percovich. En el acta 18.878 de 14 de octubre de 2003 le negamos un 
comodato, en función de que ya teníamos posición en cuanto a que el Banco Hipotecario no iba a 
otorgar comodatos. En la reunión de la semana siguiente se aprueba -figura en el acta 13.880- que el 
Banco no estaba en posición de actor legítimo como para conceder comodatos. Esa es la única situación 
que podemos señalar porque hay papeles escritos. 


SEÑOR SAXLUND.- Evolucionó la legislación en la materia en poco tiempo; por una Ley de 
Presupuesto se prohibió que los entes fueran responsables de la prestación del servicio. Y pocos días o 
meses después se decidió que, si querían, podían no prestarlo. Fue un cambio bastante dramático en la 
visión. 


La visión que yo tenía de la clínica médica era que una institución que tenía enormes dificultades para llevar 
adelante sus objetivos constitucionales o legales asumiera las responsabilidades legales por asegurar la 
asistencia médica, pudiendo no hacerlo. Es decir, no por financiar la asistencia médica, sino que el prestador 
fuera el Banco Hipotecario. Si había una denuncia de omisión de asistencia, el sujeto pasivo de la eventual 
demanda, era el Banco Hipotecario. A mi juicio -con mi formación bancaria- se trataba de un riesgo 
totalmente inaceptable. 


Por lo tanto, no solamente se trataba de un agujero negro, sino que implicaba una responsabilidad y una 
contingencia económico financiera infinita para el Banco Hipotecario. 


Creo que esto está detrás de algunas decisiones que se pueden haber tomado a nivel de los servicios médicos 
del Banco Hipotecario, de realizar algún tipo de intervenciones o autorizar determinados tratamientos para 
evitar la eventualidad de alguna reclamación judicial que el Banco hubiera perdido dramáticamente. 


Creo que la organización y funcionamiento de la clínica médica era inadecuado. No lo creo; estoy 
absolutamente convencido de que era totalmente inadecuado, en la medida en que consagraba un excesivo 
poder en una única persona. Ni siquiera el Directorio tenía la libertad de cambiar la decisión del técnico. Ya 
no se trataba de que la institución iba a ser responsable de los eventuales perjuicios a la salud del funcionario 
que pudiera resultar damnificado, sino que lo íbamos a ser nosotros por haber revocado la decisión de un 
técnico. Yo, contador, enmendándole la plana a un médico; poco creíble. Por supuesto que esa forma de 
organización, esa forma de prestación desde el punto de vista administrativo, organizativo y de 
responsabilidades del Banco Hipotecario eran, a mi juicio, absolutamente inaceptables. Como también era 
inaceptable el grado de discriminación respecto del resto de la sociedad. 


Como se aclaró en alguna otra reunión anterior, entre los beneficiarios del seguro médico del Banco no solo 
estaban los activos y pasivos sino también el núcleo familiar, con un monto que duplicaba largamente el tope 
que el Poder Ejecutivo le había asignado a los entes para satisfacer la demanda de beneficios médicos para 
los familiares de los funcionarios. 


Se logró un acuerdo con AEBU -antes de que yo fuera Director- para sustituir este mecanismo perverso, que 
era malo para el Banco, malo para el país, ilegal -porque, finalmente el Banco, como está ocurriendo ahora, 
iba a hacerse responsable de pagar cuotas por encima de los topes autorizados por la legislación-, por algo 
más parecido al régimen general. Se logra un acuerdo. El señor Diputado Bernini hizo una historia que me 
exime; lo que yo hago es suscribir... 


SEÑOR BERNINI.- Yo también lo firmé. Fue el único convenio que jamás se cumplió y los 
funcionarios no pelearon para lograrlo. 


SEÑOR SAXLUND.- Sí, si; las presiones y los intereses; fue espeluznante. 
SEÑOR BERNINI.- Fracasé con todo éxito. 


SEÑOR SAXLUND.- Fracasamos con absoluto éxito. Desde el Ministro de Economía para abajo y 
para el costado, fracasamos exitosamente. 


Dadas esas circunstancias, ¿qué fue lo que hicimos nosotros? Lo primero que hicimos fue tratar de convencer 
a los funcionarios de que con la normativa vigente ellos iban a estar asumiendo una contingencia financiera 
porque nosotros no íbamos a estar dispuestos a que el Banco Hipotecario financiara por encima de lo que la 
ley lo autorizaba. 


Personalmente estaba en una encrucijada espantosa: pago e incumplo la norma, o no pago y me acusan de 
omisión de asistencia. Esa es hoy la situación del Banco Hipotecario. O pago por encima de lo que la norma 
legal me autoriza, o corro el riesgo de perder juicios por omisión de asistencia. Es algo impresentable. 


¿Qué hicimos? Intentamos convencer a los funcionarios de que el sistema era malo para ellos. Porque, 
finalmente, ellos iban a terminar pagando, asumiendo una contingencia horrorosa y creciente. ¿Por qué? 
Porque el tiempo pasa y la tasa de renovación de los funcionarios del Banco Hipotecario es baja. Es decir, 
cada vez hay más jubilados, más gente de mayor, edad y menos gente joven. Cada vez hay más intensivos en 
los servicios de salud que van a tener que pagar más -se puede demostrar actuarialmente- que si estuvieran en 
una mutualista. Fracasamos exitosamente en el convencimiento de los jubilados y de los restantes grupos de 
interés vinculados a la clínica médica. Como anécdota quiero decir que mantuvimos una reunión con 
representantes del sindicato y aparentemente hubo una grabación escondida de esa reunión -por lo menos leí 
una desgrabación de esa reunión- que indica que yo planteaba que estaba mal estructurado el servicio por el 
exceso de concentración de responsabilidades en una sola persona 


Por lo tanto, dado que no contábamos con el acuerdo y demás, decidimos instaurar una especie de 
intervención económico-financiera y una investigación administrativa de los gastos de la clínica que no están 
por acá y supongo que algún día aparecerán. Decidimos poner al día los números de hoy para que la gente 
sepa la contingencia que está asumiendo cada día, cuánto se gasta, cuánto es el aporte del Banco y cuánto es 
el plus que por encima del 0,75% va a tener que poner, que resultó ser el 1,25% para llegar al 2% que está 
hoy, y no se sabe cuánto va a ser. Íbamos a intentar definir un nuevo sistema para el funcionamiento de la 
clínica. Se nombró un grupo de trabajo y se hizo una serie de propuestas. En el ínterin, separamos al Director 
de la Clínica Médica por discrepancias en la operativa, eventuales irregularidades y demás; se hizo un 
sumario y una investigación administrativa. Quedó en funcionamiento esa Comisión sin conclusiones finales; 
además, el tema del déficit era un riesgo creciente sin que pudiéramos darle una solución definitiva al asunto 
de la clínica médica. ¿Qué fue lo que hicimos? Hicimos una intervención financiera, una Comisión para una 
propuesta de reestructura de los servicios de la clínica médica y una sustitución en su Dirección. A la persona 
que se lo ofrecimos, nos dijo: "Yo solo no; quiero un colegiado". Le dijimos que sí porque nos parecía 
razonable. 


SEÑOR BERNINI.- Escuchamos atentamente los comentarios. Yo fui el que provoqué el desarrollo de 
la reunión, y lo asumo, porque pedí puntos de vista y opiniones. Claramente, en mi primera 
intervención y en el desarrollo de la reunión, asumí que de acuerdo con los informes de auditoría - 
algunos solicitados por el ex Directorio que hoy está con nosotros- objetivamente se veía un cambio. 
También es cierto que hubo un cambio de estructura en el Banco y en todo el proceso de acceso a esos 
cargos -lo desarrolló adecuadamente la contadora-, independiente del acuerdo o no que en lo personal 
pueda tener o que el sindicato pueda haber tenido en cuanto a la cantidad de cargos creados y no a los 
procedimientos. En definitiva, eso es lo que puede estar siendo corregido hoy y siempre es materia 
opinable. 


Cuando formulamos las preguntas lo hicimos con los antecedentes de las reuniones anteriores. Obviamente, 
hubo un año 2002 en este país e independientemente de la capacidad de gestión, que surge, hay una 
obligación de austeridad por los propios hechos. A nadie se le podría ocurrir que se fuera a Maui, Hawai, a la 
Conferencia del Mortgage Banker's Association International Real Estate Finance, creando una nueva 
sinergia, proveedora de soluciones, o que se concurriera en esa etapa a Malasia, a Kuala Lumpur, para tratar 
en un congreso la realidad asiática. Es obvio que aparte de que hay una actitud diferente del nuevo 
Directorio, la coyuntura no permitía eso, ni tampoco ir a Buenos Aires a participar de un evento que podía ser 
útil para el Banco. 


Lo mismo pienso respecto a la publicidad. El Banco Hipotecario se fundió, quebró. Yo también saludo 
cuando escucho criterios de gestión eficientes y eficaces dentro de una empresa del Estado, a pesar de que 
siempre tiene que ser así, porque no deja de ser una empresa. Pero también es cierto que si el Banco 
Hipotecario hubiera sido privado hoy no existiría porque quebró, se quedó por debajo del nivel de patrimonio 
exigible. La propia operativa es conocida por el contador Saxlund porque ingresó como asesor del Ministerio 
de Economía y Finanzas a través del doctor Atchugarry y luego asumió como Director para ver como se 
"surfeaba" -permitaseme el término- luego de la crisis de 2002, teniendo en cuenta la realidad, las pérdidas 
patrimoniales, los más de US$ 700:000.000 que se trasladaron de pasivo al Banco de la República, con lo que 
implicaban las obligaciones y con los costos que tenía el Banco, en un momento en el que había 
incrementado geométricamente los índices de morosidad, no solo de la cartera social, y la pérdida de 
funcionamiento en cuanto a sus roles, porque no tenía capacidad de gestionar las viviendas. También se tuvo 
que hacer un nuevo convenio con la Cámara de la Construcción en función de la crisis del dólar. 


Claramente, las medidas adoptadas se enmarcan en ese contexto y, a su vez, personalmente -esto corre por mi 
cuenta-, creo que esto tiene la virtud de que se trata de un cambio evidente en cuanto a los criterios de gestión 
respecto a lo que yo me preocupé de estudiar, es decir desde la década del noventa para acá, aunque estamos 
abocados a estudiar desde 2000 para acá. 


Por otra parte, voy a hacer algunas preguntas referidas al Plan Fénix, a SADUF, empresa cien por ciento 
propiedad del Banco Hipotecario. Para introducir el tema, quiero decir que es obvio que la contadora Pérez 
Montero tuvo una doble calidad, de Gerente General de la Sociedad Anónima propiedad del Banco, y a 
posteriori como Presidenta del Banco. Particularmente, el Plan Fénix fue un objetivo estratégico político del 
Gobierno del doctor Sanguinetti, en cuanto a generar un corredor cultural que tomara el Teatro Solís, el 
SODRE y que la Estación General Artigas de AFE concluyera como un centro de desarrollo cultural. A partir 
de esa voluntad política se logra negociar un préstamo con el BID de US$ 28:000.000 a los efectos de 
desarrollar una serie de objetivos en materia de obras, que posibilitaran jerarquizar el barrio La Aguada, 
remodelarlo, ganar espacios públicos, crear centros culturales, etcétera. A partir de allí se genera la necesidad 
de crear la sociedad anónima propiedad del Banco Hipotecario y se comienzan a realizar negociaciones con 
AFE para lograr acceder a la Estación General Artigas, a la playa de maniobras y a algunos galpones en 
distintos padrones. 


Luego se realiza un llamado a licitación, que gana la empresa GLEMBY S.A., entre todas las que se habían 
presentado. Se contrató un grupo de asesores al cual se le abonó US$ 65.000 en total para que opinara 
respecto a ese grupo de empresas o al proceso de licitación que se llevó adelante. Después de un desarrollo de 
esta actividad, crisis mediante, podemos asumir que el proyecto por el cual fue creado SADUE, el Plan Fénix, 
no cumplió los objetivos planteados inicialmente. Solo se terminó con la nueva estación de pasajeros que era 
uno de los compromisos con AFE. Pero objetivamente podemos asumir que fue un proyecto que no se pudo 
cumplir y que a su vez generó gastos, sin poder recuperarse la inversión del Banco. Asimismo, hoy el Banco 
tiene juicios cruzados debido a que el Banco va contra GLEMBY S.A. y ésta va contra el Banco. Sobre todo, 


hay que asumir quién es GLEMBY S.A.: Barboni. Una vez más el nombre de este empresario aparece en este 
ámbito. Es una persona que tiene muchos incumplimientos respecto al Banco y si uno analiza el desarrollo 
del problema que se generó con el Plan Fénix, SADUF, llega a la conclusión de que tuvo una cuota de mala 
fe importante a la hora de asumir la entrega del local del ferrocarril, ya que en lugar de concurrir a las 22 
horas fue a las 13 horas y por eso se dio por no cumplido y a partir de allí se genera todo lo demás. Perdonen 
esta introducción; el problema es que tengo preguntas concretas para hacer. Si bien contamos con el material, 
el tema de Plan Fénix, SADUF, todavía no se había planteado. 


En primer lugar, de acuerdo con lo que surge de los documentos, hubo una negociación del Banco con AFE 
para lograr que se firmara un compromiso de compraventa para adquirir los predios en cuestión: Estación 
General Artigas, playa de maniobras y galpones. En ese compromiso de compraventa, como una de las 
contrapartidas, se plantea que el Banco Hipotecario se comprometía a construir un área de 2.500 metros 
cuadrados para que AFE pudiera instalar sus oficinas. A partir de todo el proceso surge, o me surge, que la 
falta de precisión respecto a esa contrapartida a la que el Banco se veía obligado es uno de los factores que 
motivó luego las dificultades en cuanto a que AFE no cumplía, que se prorrogaban los plazos y que había un 
tercero especulando con esa realidad, que finalmente concluye en los juicios planteados, en el que puede estar 
afectado el patrimonio del Estado. 


Entonces, en primer lugar, si no se valoró, precisar -precisamente en aquel momento del compromiso de 
compraventa- porque la vaguedad de los 2.500 metros y no fijar costos, plazos, etcétera, podía llegar a 
provocar lo que finalmente provocó. 


En segundo término, en determinado momento al no poder cumplir los plazos se tuvo que renegociar las 
garantías y los contratos que se mantuvieron con GLEMBY SA. Yo estuve estudiando el tema y los contratos 
originales tenían un blindaje -para llamarlos de alguna manera- casi perfectos, en el que se defendían los 
intereses del Banco en forma muy hábil desde el punto de vista jurídico, legal, etcétera, entre otras cosas 
porque lo que implicaba ese contrato, que eran varias cosas -muchas de ellas distintas, pero encadenadas 
otras-, una de las garantías principales que se tenía, era la de indivisibilidad de las garantías. Y eso, de alguna 
manera, llevaba a que la omisión de cumplir, o el incumplimiento de la empresa contratada en cualquiera de 
las responsabilidades que había asumido, objetivamente cuestionaba todo el negocio. Y eso era una de las 
virtudes. Es más: se llegó hasta a embargar... Perdón, a poner con garantía hipotecaria, el chalet de Barboni 
en Punta del Este, como parte de esa garantía hipotecaria. 


Con esto quiero demostrar que los contratos originales estaban muy bien hechos. Cuando se renegoció con 
GLEMBY S.A. en función de esa dificultad que se genera por el no cumplimiento de los plazos, por la 
demora de AFE de entregar la estación, etcétera, se renegociaron aspectos de ese contrato en el que, desde mi 
punto de vista, se quitó la virtud que tenía el nivel de garantía existente porque ahí se separaron las garantías, 
se desvincularon unas de otras y se debilitó objetivamente -se debilitó objetivamente- la capacidad que tenía 
el Banco como parte del contrato de poder lograr un nivel de garantía suficiente como para poder exigir de 
otra manera a la empresa GLEMBY S.A. el no cumplimiento que pudiera tener. 


Otro aspecto. En determinado momento se alquiló la Estación General Artigas a la empresa ARGAR SA, que 
pretendía en un año generar eventos culturales, etcétera. Lo que he logrado percibir por los informes es que 
no existían las garantías de arrendamiento de alquiler necesarias, a tal punto que esta empresa pagó con seis 
cheques diferidos que, finalmente, no pudieron cobrar, según tengo entendido. Y no solo eso, sino que a su 
vez dejó el pasivo con deudas de UTE y de OSE, en muchos casos en UTE de aproximadamente $ 1.000.000 
y en OSE de $ 250.000 a $ 300.000. Quiere decir que ese contrato, que me consta fue avalado por el estudio 
Olivera-Delpiazzo, trajo un perjuicio al Banco en la medida en que no existían las garantías necesarias como 
para lograr el objetivo de cobrar el alquiler, a tal punto que finalmente el Banco perdió. Perdió y todavía se 
llevó el clavo -perdonen el término- de las deudas de UTE, OSE, etcétera. 


Si uno saca la cuenta de la inversión y lo calculado, hay un incremento, un desvío en más de lo invertido de 
15,8%, pero creo que si uno analiza el objetivo que se tenía al principio, lo que se logró, los perjuicios que ya 
ocasionó la situación, y los que pueden llegar a venir en materia judicial, creo que la desviación de haber 
gastado de más -que aparte no es por derivaciones; en todo caso es por mayor inversión-, no es un hecho 
importante, así que no lo voy a plantear como pregunta. 


Y justamente, en función de estas tres preguntas -creo que tres o cuatro- quisiera saber cómo analizan ustedes 
esta evolución, sobre todo porque no se logró el objetivo que estaba planteado. Se perdió, no se recuperó lo 


que se invirtió y, sobre todo, en lo personal me preocupan los juicios que hay hoy, en la medida en que por 
los montos que se están manejando -estamos hablando de decenas largas de millones de dólares-, puede ser 
directamente afectado el patrimonio del Banco, ya muy disminuido por la crisis y las gestiones anteriores. 
Objetivamente lo veo como una preocupación. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Voy a contestar, en primer lugar, lo que supe en su momento cuando 
integraba SADUF, como empleada de SADUF. Los casos que se preguntan, básicamente los dos 
primeros, la especificidad de las obligaciones con AFE y la renegociación de los contratos, quien habla 
nunca participó, tan siquiera de cerca. Es más: nos pidieron opinión y dimos opinión en contrario, por 
ejemplo, en cuanto a la necesidad de la eliminación de los contratos. 


SADUF estaba integrada por un Directorio y el Directorio fue el que tomó la decisión y, como a ustedes les 
consta también, el Presidente del Directorio, el arquitecto Crispo Capurro, en ese momento no estaba en el 
país y cuando regresó y se enteró de esa negociación renunció porque dijo que no estaba de acuerdo. O sea 
que esa decisión fue tomada por la mayoría del Directorio de ese entonces y, reitero, cuando vuelve el que era 
su Presidente renuncia por discrepancias, justamente, con la renovación de los contratos. 


Con respecto a la especificidad de las obligaciones con AFE, concuerdo técnicamente; no participamos en su 
momento. Eso fue originado previamente; creo que la compra del Banco Hipotecario a AFE fue con 
anterioridad, no sé si un año y medio, a la constitución de la sociedad anónima, que era una obligación 
impuesta por el BID, por el préstamo 794/0C. Por lo tanto, el Directorio del Banco ya había negociado con el 
Directorio de AFE en su momento la forma de compra, y dentro de las obligaciones que implicaban para el 
Banco, se encontraba el pago y o la construcción de una nueva terminal para pasajeros y las oficinas de AFE. 


Realmente no tengo conocimiento de cómo se negoció ni cómo se hizo, porque fue el Directorio del Banco 
Hipotecario en su momento con el Directorio de AFE. 


En cuanto a la renovación de las garantías, también fue el Directorio de SADUF el que las aprobó; no sé si 
fue -ninguno de nosotros integrábamos el Directorio del Banco Hipotecario en ese momento- con la 
aquiescencia, o no, del Directorio del Banco Hipotecario. Realmente no tengo idea si contó con la voluntad 
expresa, expresada en un Acta de Directorio, de la aprobación de esa renegociación de los contratos. 


Estoy de acuerdo con que realmente se eliminó un factor importante que era... Digo, es complicado en la 
medida en que el predio de AFE, la playa de maniobras, no fue declarado Patrimonio Histórico Nacional pero 
sí la terminal, lo cual implicaba que la terminal de pasajeros, la vieja EGA, no pudiera ser vendida. Entonces, 
eso hace que cuando se decide ponerla en licitación se hiciera un doble sistema de contratos. Se licita por 
concesión la utilización de la EGA más la reconstrucción de la EGA a los fines culturales, shopping, 
artísticos, etcétera, y se vende la playa de maniobras porque esa sí tenía que estar sujeta el Plan de 
Ordenamiento Territorial, POT, para la Aguada, pero podía ser vendida porque no había sido declarada 
Patrimonio Histórico Nacional, salvo las fachadas de los galpones A y B que dan a la calle Paraguay. 


Por eso el señor Diputado Bernini habla de contratos, porque en realidad había tres contratos, por lo menos. 


Igual, eso no obsta la garantía hipotecaria del chalet que en su momento tenía Scarpa, el brasileño, que se lo 
vende al señor Barboni, como garantía de las obligaciones de pago de la playa de maniobras. Es una garantía 
hipotecaria, por lo tanto, no se levantó en ningún caso esa garantía para el pronto y oportuno pago de las 
cuotas de la playa de maniobras. Si mal no recuerdo pagó US$ 250.000 y nunca más después pagó una sola 
cuota. Así que obviamente está en juicio y si me preguntan mi opinión personal, aunque no soy abogada, 
honestamente creo que el Banco tiene todas las de ganar en este juicio, por demostrar el no cumplimiento de 
GLEMBI S.A, ni aceptar la EGA, que era causal inmediata, sin necesidad de recurrir judicialmente, para la 
caída de la concesión y por el no pago de las subsiguientes cuotas en el caso de la compraventa de la ex playa 
de maniobras. 


Esa es mi opinión personal. Por supuesto que el Banco siempre mantuvo la propiedad sobre la EGA; 
honestamente no me acuerdo de cuántos miles de metros cuadrados, pero es un predio muy valioso por la 
potencialidad que tiene debido a su ubicación frente al puerto. SADUF contrademandó a GLEMBI S.A por 
montos millonarios; así que eso también está en la órbita de los Juzgados. 


Con respecto al alquiler -ahí sí ya estábamos integrando el Directorio del Banco Hipotecario-, fue una 
decisión del Directorio de SADUF. En lo que en sí insistimos en su momento fue en que se tuvieran las 
garantías del caso y por lo que tengo conocimiento y recuerdo -pero puede ser que no sea así-, lo que se le 
había pedido al estudio Olivera García 8: Delpiazzo era que determinara si se podía alquilar o no, en la 
medida en que había un juicio pendiente con respecto a la concesión de la EGA, y esta era la que se daba en 
alquiler. Por lo que tengo entendido, el estudio Olivera García £ Delpiazzo determinó que era alquilable, ya 
que no había una fuga de la cosa. La cosa estaba ahí y se podía alquilar, sin ningún hecho que afectara la 
continuación del trámite del juicio. Eso es lo que tengo entendido. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero decir que los Directores aquí presentes somos testigos en parte del juicio 
que se está desarrollando, por lo que debemos manejarnos con cierto cuidado en las manifestaciones 
que realizamos para no afectar al propio Banco. Creo que a todos nos ha tocado concurrir a la sede 
judicial, a la Justicia Civil, en un aspecto muy importante que hace a las posibilidades procesales del 
propio Banco Hipotecario en este pleito. 


SEÑOR BERNINI.- Concretamente, una de las cosas que nos llamó mucho la atención, sobre todo por 
el contexto en que se dio, fue una información que nos proporcionó el Directorio entrante al Banco -del 
nuevo Gobierno- respecto a lo que pasó el primer día en que ingresó. Hubo un intento por parte del 
Directorio de SADUF de ir a una sede judicial para suspender los alcances de un juicio, de común 
acuerdo con la parte litigada, y llegar a un acuerdo. Objetivamente, si no hubiera sido por la celeridad 
de la acción del nuevo Directorio se hubiese concretado algo, desde mi punto de vista, terrible hasta 
por la forma. ¿Ustedes están al tanto de esto? ¿Qué nos pueden decir en tal sentido? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Nosotros, inclusive, como asamblea de accionistas -usted dijo bien: 
primero SADUF era una Sociedad Anónima cerrada, no cotizaba en Bolsa y el único propietario era el 
Banco Hipotecario del Uruguay, ciento por ciento- dictaminamos no sé si dos o tres meses antes -no me 
acuerdo exactamente la fecha, pero usted la tiene, porque la vi en las actas- darle una orden al 
Directorio -que por otra parte, se está en todo derecho por la Ley N” 16.060 de sociedades comerciales- 
de que en ningún caso podía negociar con GLEMBI S.A y que, por lo tanto, debía atenerse a las 
resultancias del juicio. Eso fue comunicado expresa y oficialmente a los cinco integrantes del Directorio 
de SADUF, en forma personal uno por uno. No conforme con eso, el Directorio de SADUF nos pidió 
una reunión, porque no le quedaba claro el contenido de la orden dispuesta en la asamblea de 
accionistas. Entonces, todo este Directorio tuvo una asamblea con el Directorio de SADUF donde se le 
hizo las aclaraciones y hay grabaciones. Es más, nos hicieron escuchar la transcripción de la grabación, 
porque como muy bien dijo el procurador Delgado, a los dos o tres meses de iniciarse nuestro 
Directorio nos pareció conveniente -por unanimidad- que todas las sesiones fueran grabadas. Por lo 
tanto, a partir de ese momento todas las sesiones de Directorio están grabadas y específicamente esa. 
De manera que se les dijo que iba a grabarse y así se hizo. Entonces, se les aclaró lo que a nuestro 
entender no justificaba aclaración, porque resultaba muy claro de la lectura que no podían negociar 
con GLEMBI S.A bajo ninguna circunstancia. Hasta ahí lo que nosotros nos enteramos. 


Después nos enteramos, porque fuimos citados a un Juzgado, de lo que había hecho el Directorio de SADUF 
creo que al día siguiente de irnos nosotros. Nosotros nos fuimos el 28 o el 29 de marzo y creo que al día 
siguiente el Directorio de SADUF fue al Juzgado a decir que habían decidido de mutuo acuerdo con 
GLEMBI S.A. obviar el Juicio y llegar a un acuerdo, en clara contravención a la orden impuesta por la 
asamblea de accionistas. 


SEÑOR DELGADO.- Vamos a ser cuidadosos: efectivamente el Directorio de SADUF concretó una 
decisión; no es que no la haya podido concretar debido a un accionar del actual Directorio, pero existe 
la posibilidad de que se anule ese acto, en base a lo resuelto por el Directorio anterior. Digo esto para 
precisar las cosas como son. 


SEÑOR BERNINI.- Yo quizás me confundí. Lo que hizo el Directorio actual fue meterse en SADUF, 
sacar a todo el mundo y meter una cadena. 


SEÑOR SAXLUND.- Esa respuesta fue dada por mí en tres o cuatro ocasiones y también fracasé 
estrepitosamente: poner la cadena, designar un solo Director... 


SEÑOR SALSAMENDI.- En primer lugar, quisiera reiterar una aclaración que hice al principio de 
esta Comisión Investigadora: no considero en absoluto que el Banco Hipotecario del Uruguay o su 
Directorio -cualquiera sea- eventualmente no pueda adjudicar inmuebles que encuentre vacíos frente a 
situaciones en las que eso se demuestre imprescindible. Para decirlo claramente, en un país en el que 
hay gente en la calle y casas vacías, creo que no está mal que en ciertos casos esto pueda ocurrir. 


En segundo término, tengo claro que eso debe ser reglado o definido y no debería depender exclusivamente 
de la voluntad estricta de un Directorio o de cada uno de los Directores. 


En tercer lugar, quiero aclarar que puedo entender que un legislador eventualmente realice alguna gestión 
cuando entienda que existe una situación de emergencia muy particular. También entiendo que ese no debe 
ser el método nunca y, en lo personal, no comparto la realización de ese tipo de gestiones. Francamente creo 
que en la mayor parte de los casos, eso tiene más el objetivo de presionar y obtener favores particulares que 
de solucionar o simplemente hacer una comunicación a los efectos de que eventualmente se tome una 
resolución. Todas estas son mis opiniones que quiero aclarar expresamente y de entrada. 


Desde esa perspectiva, quisiera hacer dos preguntas muy concretas y simples. En primer lugar, si esa lista - 
ustedes dijeron que aparecía una planilla en Excel, si entendí bien- sigue existiendo. Mejor dicho: si al 
momento en que ustedes se retiraron del Directorio esa lista seguía existiendo -supongo que no tienen forma 
de saber si sigue existiendo hoy- y de dónde surgía su elaboración: de una repartición determinada que se las 
enviaba, de muchos lugares, si dependía de una gerencia determinada, etcétera. En segundo término, quisiera 
saber si esta lista había sido elaborada por acumulación sucesiva o había llegado a través de determinadas 
personas, que eventualmente se puedan identificar. 


Entendí el planteo de que esto es anecdótico y que quizás se pueda llegar a compartir, pero quiero ser 
absolutamente sincero. 


Quiero hacer otra aclaración, y perdonen por tantas aclaraciones. La expectativa de muchos es que, de esta 
Comisión Investigadora, surja, fundamentalmente, la posibilidad de generar entre todos algunos planteos 
mínimos que hagan a la mejora de la gestión de los entes autónomos y servicios descentralizados en nuestro 
país, no por lo que creamos que podemos aportar los legisladores, sino a través del conocimiento, de las 
experiencias que se han venido realizando, más allá -esta es una postura personal- de la búsqueda de 
responsabilidades que puedan surgir. Por lo menos, desde mi perspectiva, este debe ser el criterio 
fundamental que guíe esta Comisión. Desde esa perspectiva, me parece que este tipo de cosas deberían, como 
mínimo, indagarse y conocerse sin ningún etiquetamiento más. 


Por lo tanto, pregunto si al momento de ustedes retirarse, esa lista o ese archivo continuaba existiendo en el 
Banco Hipotecario, y de ser así, dónde está y cómo les llega a ustedes, quién la elaboraba y si había algún 
responsable. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Se nos planteó por parte de la actual Gerencia de Gestión de Cartera 
Social que existían inmuebles que habían sido dados en comodato, y se pidió que conformaran un 
listado. Podía haber sucedido que, debido a la crisis de información que había -y que sospecho debe 
seguir habiendo en el Banco-, no todo se supiera. En función de lo que pudieron conseguir como 
información elaboraron esa lista que, como dije, estaba en una planilla Excel, porque no había una 
sistematización de un registro único de inmuebles; por ello simplemente se hizo a mano en una planilla. 
Luego, a efectos de regularizar esa situación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, se fueron incorporando los valores de alquileres y a partir de qué mes se podía 
considerar que iban a ser pagos por este Ministerio. Por eso se realizó en planilla Excel -era más fácil 
para sumar-, para luego sumar los meses en que esos comodatos iban a ser pagos -que terminaron 
siendo pagos- por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Sospecho que la actual Gerencia de Gestión de Cartera Social debe tener algo de eso. No recuerdo si no les di 
también una copia de esto a las actuales autoridades cuando ingresaron. Estoy casi segura de ello. 


SEÑOR PIÑEYRÚA.- Quisiera hacer una pregunta muy cortita sin entrar en especulaciones de 
carácter político que ya otros compañeros han expresado, respecto a una de las informaciones 
referente a que en algún momento encargaron una avaluación o revaluación de una enorme cantidad 
de viviendas del Banco Hipotecario -fue lo que entendí- en la gestión del Directorio de ustedes. 


Para redondear, quisiera saber si lo que encargaron fue que se hiciera una avaluación del valor comercial en 
ese momento de cada una de las viviendas y eventualmente para ser utilizado -supongo que se habrá 
registrado oportunamente en alguna base de datos-, por ejemplo en el caso de viviendas ciento por ciento 
propiedad del Banco, como referencia para venderlas o colocarlas a través del departamento inmobiliario. 
Además, desearía saber que si siendo viviendas de los deudores, el costo o valor comercial del momento 
pudiera haber sido comparado con la deuda que tenía, a su vez, esa vivienda. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Durante el tiempo en el que ustedes estuvieron en el Directorio hubo 
planteos de retasación de los inmuebles pertenecientes al Banco Hipotecario del Uruguay. En su 
momento, este fue un tema debatido pero quisiera simplemente, a efectos de ilustrarnos a todos, saber 
cuál fue la posición que asumieron y cuáles fueron las razones para ello. 


SEÑOR GIURIA.- Cuando me hicieron la pregunta en la sesión anterior, yo lo vinculé directamente al 
préstamo del BID o del Fondo Monetario. Lo que nos decían era que nosotros no podíamos tasar 
nuestro propio patrimonio. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Se llamó a una empresa consultora, la empresa Villamide y lo que tasó 
fueron las garantías hipotecarias. Nosotros no teníamos actualizadas las tasaciones de las garantías 
hipotecarias, lo que implicaba que podía ser objeto de una observación formal al balance y, por lo 
tanto, no ser aprobado. Básicamente, ese fue el enfoque que se hizo del trabajo: las valuaciones de las 
garantías hipotecarias en una muestra de tamaño tal que nos permita cumplir con las normas 
bancocentralistas -por lo menos hasta un cierto grado, porque igual se pidió un plazo para cumplir con 
el resto de las tasaciones- y levantar observaciones del Banco Mundial por un préstamo de ajuste 
estructural que lo tenía como condición previa para un desembolso. 


Las tasaciones normales las hacían los propios tasadores. Es más: tuvimos una reunión bastante larga con la 
Superintendencia de Instituciones Financieras para demostrar -creo que en el balance 2003- la bondad de los 
tasadores en cuanto a su dignidad y autonomía técnicas, para poder tasar los inmuebles del Banco. En su 
momento, el Banco Central nos aceptó las explicaciones que dimos en cuanto a algunas diferencias que 
existían entre tasaciones que se habían hecho por parte de KPMG y las de los tasadores del Banco. 


Por lo tanto, la finalidad fue más que nada cumplir con las normas bancocentralistas en cuanto a que las 
garantías hipotecarias tenían que estar tasadas a la fecha de cierre de balance. 


Respecto a los inmuebles en construcción, podemos decir que no requieren tasación. Por lo tanto, todo estaba 
actualizado en función de los costos incurridos. Por lo tanto, los inmuebles en construcción si están bien 
registrados, están intrínsecamente actualizados a la fecha del balance porque incluyen todos los costos que se 
imputaron en las obras. 


Quedaban pendientes las viviendas terminadas en poder del Banco o las que hubieran llegado por 
reactivación, esto es, por pago o por el hecho de haber desalojado a los deudores morosos, a través de los 
procedimientos determinados en la Carta Orgánica. [Muchos de esos casos ya habían sido tasados por los 
tasadores de la propia Gerencia de Tasación del Banco, pero eso no significaba que se tuviera un registro 
único de inmuebles. Por lo tanto, en muchos casos, viviendas que no se sabía que eran propiedad del Banco 
tenían que ser tasadas. Es más: de hecho, con la Gerencia de Tasaciones hicimos un régimen de tasación para 
la totalidad de las viviendas vacías propiedad del Banco, de forma tal de que supiéramos a qué atenernos, 
más que nada porque, inclusive, había que ver que el costo con el que estaban registradas y el valor o precio 
de venta tenían que dar una diferencia a favor o en contra si teníamos que fijar un precio que, 
lamentablemente, no estaba de acuerdo con el costo con el que estaba imputada la vivienda en el balance del 
Banco, lo cual implicaba que había que crear previsiones de pérdida de valor por esas viviendas. 


Con respecto al tema de la deuda y el valor de la vivienda, voy a repetir una conversación que tuve con 
FECOVI, que en su momento, había contratado un economista... -no importa quién... pero era Juan Manuel 
Rodríguez... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿FECOVI es una sigla? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Es la Federación de Cooperativas de Vivienda. Perdóneme; pensé que 
era conocida. La otra es de viviendas por ayuda mutua. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es conocida, pero lo digo para la versión taquigráfica. 
SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Perdón; pido disculpas. 


Nos plantearon exactamente lo mismo que usted, que puedo llegar a entender pero no comparto; son dos 
cosas diferentes. Lo que cualquier banco da es un préstamo; no da la vivienda, y usted con ese préstamo 
compra la vivienda u otra cosa. Si usted compra un auto, por ejemplo, y al día siguiente choca, no se aseguró 
y le dan chatarra, es su problema; no tiene nada que ver el banco que le otorgó un préstamo para que se 
comprara el auto. Lo mismo sucede con la vivienda. Lo que los bancos hipotecarios venden -en el mal 
sentido de la palabra vender- son créditos, préstamos a una tasa y a un plazo, en determinadas condiciones. 
Usted con ese préstamo se compra una casa, la refacciona o la amplía. Si usted ata el valor de la casa al valor 
del préstamo ve que, normalmente -está estudiado también a nivel mundial-, la construcción tiene ciclos de 
auge, de crecimiento o de decrecimiento. Inclusive, se le pidió un estudio a una consultora, que determinó 
que, básicamente, en nuestro país el valor de las viviendas está atado a la evolución del Producto Bruto 
Interno como variable fundamental de causalidad, no de correlación. O sea, la causa es que a medida que 
aumenta el Producto, concomitantemente, con dos o tres meses de rezago, aumenta el valor de las viviendas. 


Cuando FECOVI o cuando los deudores nos plantearon esto fue en pleno 2003, recién se estaba saliendo de 
la crisis; ustedes saben que comienza realmente a desaparecer en octubre de 2003. Entonces, la pregunta que 
les hicimos, luego de explicarles todo esto con lo que, en principio, Juan Manuel Rodríguez también estaba 
de acuerdo, fue: "Muy bien, cuando suba el valor de la vivienda mucho más allá del saldo del préstamo, 
¿ustedes van a venir aquí a decir: 'Mire, yo le voy a pagar un 20% más del préstamo porque el valor de mi 
vivienda subió”. No; no hay un solo deudor en el mundo que haga eso". 


Entonces, el problema de las oscilaciones en el valor de venta de la vivienda no es de la banca que otorga el 
crédito; es un problema que tiene que asumir el que contrae un crédito a largo plazo para la compra de una 
vivienda. Por supuesto que es un riesgo que la banca hipotecaria del mundo, si hace bien las cosas, recoge 
dentro de la tasa, del crédito o de la persona a la que le otorga el crédito, normalmente; pero ese riesgo lo 
asume quien accede al crédito en forma directa. Una persona puede asumir un crédito a 20 años y nosotros 
podemos flexibilizar todos los créditos, inclusive en cuanto al plazo. Otro de los criterios que manejamos 
nosotros fue que los créditos no tenían que ser fijos sino adecuados a la capacidad y al gusto del cliente; hay 
clientes que estaban dispuestos y tenían capacidad de pago como para afrontar una cuota más alta y un plazo 
de 10 años, por ejemplo; pero había gente que no podía y que prefería un plazo de 20 o 25 años. Entonces, 
una de nuestras posibilidades fue ofrecer también flexibilizar tasa y plazo -a mayor plazo, mayor tasa 
obviamente-, para que la gente tuviera un espectro de opciones ante el que se pudiera sentir más cómoda. 
Pero, lamentablemente, las oscilaciones en el valor de las viviendas no dependen del banco que otorga el 
crédito; dependen de las condiciones generales del mercado inmobiliario, que responde mucho a las 
condiciones generales de la macroeconomía. Ahora -ustedes lo saben porque se ha dicho en todos lados- el 
valor de la vivienda está mucho más alto que hace un año o un año y medio. 


Entonces, en lo personal no estoy de acuerdo con el hecho de atar pagos o deudas hipotecarias a valores de 
vivienda; no lo está ningún técnico en materia de banca hipotecaria. Es más: había una resolución -que 
nosotros derogamos- que, justamente, establecía que en función de la capacidad de un deudor cuya vivienda 
pudiera ser retasada, automáticamente se retasaba todo el resto de las viviendas del complejo, cosa que es un 
absurdo total. 


Yo entiendo la preocupación, pero a la gente hay que hacerle entender que el riesgo de las modificaciones en 
el valor de una vivienda no es un problema del banco que otorga el crédito; es un riesgo inherente a una 


operación inmobiliaria y, más aún, en una operación inmobiliaria de largo plazo. 


SEÑOR SALSAMENDTI.- Se habló de FECOVI, FUCVAM y COVIPRO. ¿Existió un acuerdo con las 
cooperativas de vivienda? Creo que fue con FUCVAM. La duda que tengo es si efectivamente fue un 
acuerdo firmado por el Directorio que ustedes integraban. 


(Diálogos) 
———Me refiero a un acuerdo con relación a cuotas, pagos, deudas, etcétera. 


SEÑOR SAXLUND.- La situación de las cooperativas vinculadas concretamente con FUCVAM estaba 
regulada por una resolución de Directorio de 19 de setiembre del 2003. Lo que nosotros hicimos fue 
disponer los mecanismos necesarios para que el Estado uruguayo y el Banco Hipotecario pudieran 
honrar ese acuerdo. Esa fue, entre otras, la génesis del fideicomiso de cartera social. Nosotros 
explicábamos a los señores cooperativistas que el Banco Hipotecario no tenía capacidad para 
otorgarles subsidios, que esa era una resolución que dependía del Ministerio de Economía y Finanzas y 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que, por lo tanto, el honrar 
esa resolución dependía de que se adoptaran otras resoluciones en otros ámbitos. Lo que nosotros 
hicimos con esa transferencia de las deudas de las cooperativas a ese fideicomiso y la entrega de los 
títulos de propiedad del fideicomiso al Ministerio de Economía y Finanzas fue derivar ese activo al 
ámbito que tenía las facultades, las potestades y los recursos para cumplir con lo que formalmente el 
Directorio del Banco Hipotecario había resuelto unos días antes de que asumiéramos nosotros. A lo que 
nos comprometimos verbalmente y en forma personal con la gente de FUCVAM fue a no revocar esa 
decisión y a transitar todos los caminos para que se pudiera honrar esa resolución. ¿Cómo lo hicimos? 
A través del mecanismo del fideicomiso. Nos costó que la gente de FUCVAM lo aceptara; pero 
finalmente reconoció que era un mecanismo válido y ahora está acampando frente al Ministerio de 
Economía y Finanzas para que se cumpla con él. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Al respecto, tuvimos alguna reunión con la gente de FUCVAM, y se 
había llegado no a un acuerdo -porque nunca se firmó ninguno- sino a la decisión de que se iba a 
otorgar un tratamiento similar al régimen del SIAV, que ya se había firmado el 15 de julio, con el 
primer convenio, con respecto a las familias deudoras de la cartera social. En principio, la definición 
que se había tomado era que todas las cooperativas se iban a considerar como cartera social, aunque 
había algunos cooperativistas que habían adquirido viviendas de 4.500 UR, lo que muy social que 
digamos no era. Pero, bueno, era un consenso que se había asumido, inclusive, con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, que es el dueño del certificado de participación de ese fideicomiso. 


Esa fue una definición importante, en la medida en que podía haber habido cooperativistas, inclusive de 
FUCVAM; ahí están integradas todas las cooperativas, las individuales, FUCVAM y FECOVI, en fin, la 
totalidad de las cooperativas está en el Fideicomiso Cooperativo Cartera Social I. Y se actuaba exactamente 
igual que con el régimen del SIAV; esto es: los topes de ingreso, los topes de valores de vivienda y los 
subsidios correspondientes se fijaban según los tres tramos establecidos hasta ese momento en el SIAV, de 
acuerdo con el nivel de ingreso del cooperativista y el valor de la vivienda. Es lo único que se incorporó, que 
en principio había sido aceptado por el anterior Ministro de Economía y Finanzas. Nosotros mandamos una 
nota a FUCVAM y a FECOVI. Creo que le mandamos una solicitud de confirmación al actual Ministro de 
Economía y Finanzas, que nunca nos contestó -valga la aclaración, porque eso es cierto; son hechos-; en 
principio, nosotros aclarábamos que no estabamos dispuestos a otorgar doble subsidio. Esto es, mantener la 
tasa en el 2% -algunas cooperativas tenían tasa de interés al 2% en UR- y además darles los subsidios del 
SIAV, es decir, las 853, 725 y 548 UR. Nos parecía que eso era un doble subsidio. Si el Ministerio de 
Economía y Finanzas, que era el beneficiario, o el Ministerio de Vivienda, que era el titular de los derechos 
del FONAVI, estaban dispuestos a hacerlo, era su problema. Pero el Banco entendía que era un doble 
subsidio, no se le había dado a nadie y eso no correspondía. A lo que sí estaba dispuesto -y el anterior 
Ministro de Economía y Finanzas lo reconocía- era a que, a diferencia del régimen SIAV individual, los 
saldos de los subsidios "no se perdieran" -entre comillas-, sino que en el caso de los cooperativistas se podían 
acumular. Por ejemplo, si yo tenía una deuda de 700 UR, pero merecía un subsidio de 853 UR, obviamente le 
dábamos un subsidio de 700 UR; la persona ya había pagado las 153 restantes y no se las íbamos a devolver. 
"Se perdía" -entre comillas- para esa persona y para todos. 


En el caso de las cooperativas se llegó al acuerdo de que, en caso de existir ese saldo -en casos individuales 
habían existido- se iban a acumular para ser tenidos en cuenta en aquellos casos en que, aplicando el régimen 
de subsidio, la gente no pudiera pagar la cuota. Hasta ahí tengo conocimiento. 


SEÑOR SAXLUND.- Personalmente, no conozco si la lista famosa existía o no cuando nos fuimos. No 
lo sé en la medida en que era un archivo informático o un papel que estuvo circulando. Y no lo sé por 
otra razón, ya que nosotros tomamos contacto con la situación de los comodatos a medida que el 
sistema viejo -llamémosle así- empezó a impactarnos y comenzaron los reclamos, por ejemplo: 
"Necesitamos urgente una vivienda para los desalojados de Maroñas". Entonces, el primer día en que 
comenzaron a solicitarse los comodatos dijimos: "Señores: relajo pero con orden", utilizando una 
expresión callejera. El que pide los comodatos acá siempre es el Ministerio de Vivienda y el que paga es 
ese Ministerio; no paga el Banco Hipotecario. 


Por lo tanto, teníamos dos problemas a resolver. Por un lado, los nuevos comodatos, que sencillamente los 
derivábamos al Ministerio de Vivienda a medida que se presentaban. Si ese Ministerio aceptaba pagar y 
estaba de acuerdo con el comodato, se le otorgaban esas viviendas en comodato. Y, por otro lado, nos 
quedaba lo histórico, es decir, aquellos comodatos que se hubieran dado con anterioridad. Nuestro objetivo 
era que al final del período o cuanto antes existiera una lista que tuviera en el lado izquierdo quién es el 
beneficiario y en el derecho todos los contratos firmados con el Ministerio de Vivienda. 


Si yo tuviera que decir en qué creo que quedó la lista, diría que por un lado están los beneficiarios y, en la 
otra punta, está el Ministerio de Vivienda en todos los casos. 


A esto me refería cuando decía que era anecdótico. ¿Por qué? Porque mucha gente que accedió a ese 
beneficio, a esa posibilidad de que el Ministerio de Vivienda le subsidiara el acceso a la vivienda -al menos 
transitoriamente-, no sabía que tenía ese derecho. 


No todos los uruguayos estamos adecuadamente informados acerca de los derechos que tenemos. Estas 
familias -particularmente las que fueron afectadas por estas diferentes circunstancias- desconocían sus 
derechos. 


Creo que todos tenemos que trabajar para mejorar la gestión de todos los órganos del Estado para brindar los 
servicios, para hacer saber los servicios que están disponibles y que la gente pueda acceder a ellos; eso es 
crítico. Ahora, mientras no estemos en ese mundo ideal, me parece válido que cualquier Diputado, Senador o 
Ministro que conozca a alguien que está en situación de indefensión y sepa que existen mecanismos que 
pueden resolver esos problemas, vaya y excite el celo del Banco Hipotecario, del Ministerio de Vivienda, del 
Ministerio de Economía, que recorra todos los caminos, golpee todas las puertas hasta que sean satisfechos 
los legítimos derechos de esos ciudadanos. 


Tal vez este sea un punto de vista distinto. Yo no sé si lo hacen para ganar votos; realmente no me importa. Si 
la persona consigue el objetivo, es decir, acceder a los servicios del Estado, bienvenido sea quien se tomó la 
molestia de conocer la situación, de averiguar las posibilidades que hay y de insistir hasta que se resolviera la 
situación y estos uruguayos accedieran al derecho que les correspondía. 


SEÑOR BERNINI.- Coincido totalmente, desde el punto de vista conceptual, con lo que acaba de decir 
el señor Saxlund. 


El tema es quien se tiene que hacer cargo de la responsabilidad de que se desvirtúe el objetivo por el cual 
hace todas esas gestiones con el fin de llegar a un objetivo concreto, dramático socialmente. Eso es lo que 
estamos tratando de analizar. Seguramente, a mí también me puede pasar -y lo haría- que deba enfrentar la 
situación de tener que gestionar algo en función de una realidad como esta. El problema es que, si viene 
gente del Barrio Sur con un papel y me dice que tiene un comodato, me interesa saber cómo accedió a ese 
comodato. Además, aparentemente no respecto a un apartamento sino a varios. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a realizar otra consulta; estoy haciendo las preguntas deliberadamente 
en forma genérica, no quiero hacer desarrollo ni nada de eso. 


¿Existió una deuda del BHU con el Banco Central? En tal caso, ¿qué impacto tuvo? ¿Cómo se manejaba este 
tema y qué influencia tenía en el funcionamiento del Banco Hipotecario del Uruguay? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.-- Por lejos, las mayores deudas que tenía el Banco Hipotecario eran con 
el Banco República. Estamos hablando de US$ 800:000.000 que luego bajaron a US$ 700:000.000. 


Creo que hay una deuda con el Banco Central por un préstamo que se le había dado a través del BID; creo 
que fue en el 2002. 


SEÑOR SAXLUND.- Hubo una serie de deudas: unas que se heredaron y otras que se generaron en el 
período 2000-2005 por diferentes conceptos. 


La deuda histórica tiene su origen en una inyección de recursos importantes que se hizo en 1980, 1981, 1982, 
del orden de US$ 800:000.000 con el objetivo de reactivar la gestión. Yo no tuve acceso a documentos; 
obtuve la información a través de comentarios de gente que estaba cuando se dio esa operación con el 
objetivo de inyectar recursos al Banco y a través del mecanismo de construcción -que era el válido y vigente 
en esa época- para lograr una cierta reactivación de la economía en un período de crisis en forma previa a 
1982. 


Esa deuda fue capitalizada por la Ley_N* 17.513, de julio de 2002. Ahí se generó una diferencia de 
aproximadamente US$ 109:000.000 -que está observada en el dictamen de auditoría del balance 2003- por 
concepto de intereses, diferencias de cambio, evaluación y demás. El Banco Central entendía que la ley no lo 
había autorizado a que se cancelara la totalidad y el Banco Hipotecario entendía que sí. No sé cómo 
evolucionó esa situación, porque cuando nos fuimos estaba pendiente de resolución, porque el tema excedía 
nuestras facultades. 


La posición que yo sostuve era que el acreedor del Banco Hipotecario no era el Banco Central. Yo decía esto 
por una sencilla razón: porque el dueño de los fondos no era el Banco Central sino el Ministerio de Economía 
y Finanzas. El Banco Central no genera riquezas ni presta dinero porque tenga recursos propios; administra 
recursos del Estado. 


Entonces, la decisión sobre qué hacer con esos dineros no correspondía al Banco Hipotecario, que había 
cumplido con una ley y actuado de acuerdo con las instrucciones del Poder Ejecutivo, sino que era un 
problema que debían resolver entre el Poder Ejecutivo y el Banco Central. Después se generaron dos deudas 
más: una por la asistencia financiera durante la corrida bancaria que, entre pesos y dólares, es el equivalente a 
US$ 258:000.000 más los intereses que estaban en discusión, US$ 900.000 por la operación en dólares y 
US$ 10:000.000 por la operativa en intereses, y después, alrededor de US$ 125:000.000 por los fondos de 
asistencia que se recibieron para cancelar las operaciones a la vista en dólares que tenían los depositantes en 
el Banco Hipotecario, que se transferían al Banco de la República. Esos fueron los tres grandes grupos de 
deudas originales y los resabios que quedaron: los US$ 109:000.000 de la capitalización de 2002 y los 

US$ 10:000.000 de la diferencia de intereses por la asistencia financiera que prestó el Banco Central al 
Hipotecario durante la corrida bancaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia 


En lo personal, quiero destacar la contundencia de sus exposiciones, maratónicas a veces, pero realmente 
fundadas, lo que muestra que hubo un equipo trabajando seriamente. 


(Se retira de Sala la delegación del ex Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay) 


¿Cuáles son las sugerencias para la próxima sesión? 


SEÑOR MAHÍA.- Para la próxima sesión, por iniciativa del Partido Nacional, del señor Diputado 
Lorenzo, habíamos quedado en intentar la convocatoria a Gerentes Generales de distintas áreas 
vinculadas a la gestión que es objeto de estudio de esta Comisión. Si bien me parece válido que 
cualquier legislador que tenga nombres específicos de algún funcionario público -Gerente o no- que 
entienda deba ser citado a esta Comisión, efectivamente lo haga, como es un trabajo que no es fácil de 


dictaminar rápidamente, mocionaría para que el Presidente de la Comisión, en conversación con las 
autoridades, determine, revisando el organigrama del Banco, quiénes ocupaban determinadas 
responsabilidades -valga la redundancia de palabras- y efectivamente ordene la convocatoria para 
hacerla práctica. 


SEÑOR BERNINI.- No está mal lo que plantea el señor Diputado Mahía. La dificultad que visualizo es 
que debemos saber qué nos interesa realmente porque si no, podemos llegar a estar mucho más tiempo 
con el tema del Banco Hipotecario. Me da la sensación, por lo que había planteado el señor Diputado 
Lorenzo en anteriores reuniones -me podrá corregir si no es así y aclaro que coincido con ello-, de que 
hay un sector al que obviamente hay que citar que es la Gerencia de Arquitectura, sobre todo por lo 
que implicó todo el estudio de la administración delegada, los perjuicios, la sensación de caos. Hay 
nombres concretos: los arquitectos Venturino y Kóncke. 


Creo que el señor Presidente puede consultar con los distintos compañeros que integramos esta Comisión y 
confirmar los años de la gestión. Es claro que el área de Gerencia de Arquitectura es un sector a tratar. 


En lo personal, creo que hay que citar al Directorio de SADUF -voy a solicitar a la Comisión que lo haga-, 
tanto al último -que era el que estaba a último momento cuando pasó lo que pasó-, como a los anteriores, si 
hubo alguna variante. Como habrán percibido, realicé un detenido análisis del tema y visualicé que hay 
errores contractuales muy serios, que se había actuado muy bien, pero luego se corrigió para mal. De alguna 
manera, creo que de las propias palabras de la ex Presidenta del Banco cuando estaba en SADUF surge que 
no fue consultada o que opinaba en contra de lo que resolvía el Directorio de SADUF, en decisiones que han 
costado millones de dólares; por lo tanto, en lo personal, creo que se debe hacer un esfuerzo para que 
comparezcan esas personas. 


SEÑOR MAHÍA.- Está bien que se cite al área de Arquitectura, pero también habíamos hablado en las 
últimas sesiones del Area Contable y Jurídica. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto el planteo del señor Diputado Mahía con relación a que convoque el 
señor Presidente, en base a la información que hay, y no solo en consulta con las autoridades del Banco 
y el planillado de Gerencias y en los tiempos que corresponda, como clarificaba el señor Diputado 
Borsari Brenna sino que, además, con los miembros de la Comisión, se debe acordar a quién convocar. 
Me parece que está bien delegar esto en el señor Presidente. Efectivamente, son las Gerencias de 
Arquitectura y quizás algún Gerente que haya participado en alguna obra en particular, sobre todo en 
el régimen de la administración delegada. Acá tengo un listado con algunos nombres. 


También quería agregar una solicitud de información. Ahora voy a hablar de las comparecencias de la 
Comisión: comparto lo que plantea el señor Diputado Bernini en cuanto a SADUF; me parece que acá hay 
una situación muy compleja, muy complicada, donde en contra de instrucciones de asambleas de accionistas 
se llevó adelante una acción que puso en riesgo -o pone en riesgo en la actualidad porque es un tema que se 
va a dilucidar- la responsabilidad del Banco y salva la responsabilidad de un particular que ha incumplido. O 
sea que estoy de acuerdo con convocar al Directorio de SADUF. 


Y quiero pedir al Banco Hipotecario que, por nota, envíe información sobre la situación actual de la obra en 
el viejo edificio de Alpargatas. Es otra obra que no está en ninguno de los documentos que llegaron; está 
demorada, suspendida, lo que nos consta porque hay reclamos gremiales del SUNCA. Queremos que traiga 
toda la información, como en el caso de otras obras, con nombres, técnicos responsables, arquitectos, todo. 
Hago esta aclaración porque me parece que el actual Directorio del Banco debe tener claro que nos tiene que 
mandar toda la información de que disponga, que no tiene que discriminar en función de la responsabilidad 
que pueda valorar ante una situación de este tipo. 


Otra consulta que quiero hacer al actual Directorio del Banco Hipotecario tiene que ver con la lista a que 
hacía referencia la contadora Pérez Montero. Qusiera saber si ellos recibieron esa información, en qué estado 
está y dónde está. En caso de que la tenga, quiero saber cuál es el motivo por el cuál no ha aparecido en la 
documentación que ha mandado el Banco. 


Nosotros tenemos dos tipos de situaciones. Unas derivan de la corroboración por documentos o declaraciones 
que podamos manejar en el marco de la estructura organizativa del Banco, de los funcionarios que tienen 
asignadas tareas -tiene que ver con lo que estamos viendo, de citar Gerentes-, y por otro lado, hay cuestiones 
que están poco claras -a las que hacemos referencia en forma permanente-, de prácticas que no 
necesariamente están documentadas. Eso involucra a los Directores que han venido y a los que no han venido 
también. Podrían declarar que no conocían la práctica y lamentablemente no podemos acceder a algunas de 
las personas que han generado esa información o que eran protagonistas de ella. En ese sentido, me parece 
relevante -anunció que no iba a concurrir a estar a lo dispuesto por la Justicia- la presencia del ex Director 
Jorge Sacchi, que ha sido objeto de muchos cuestionamientos que yo comparto respecto a algunos aspectos 
de su gestión y que está dentro del período investigado. 


También me gustaría que visitara la Comisión -después veremos si en sesión secreta o en forma reservada- el 
señor Diputado Martínez Huelmo, que trabajó bastante cerca del ex Director Sacchi y seguramente podrá 
aportarnos información en ese sentido. Hay algunas cuestiones que no vamos a obtener de la estructura 
formal o de los documentos y expedientes del Banco Hipotecario y sí de declaraciones. Es obvio que en el 
caso de los Directores, aunque concurran, no se van a autoincriminar ante alguna conducta que pueda ser 
valorada inconveniente. Es un tema que me gustaría conversar con los compañeros de la Comisión fuera de 
este ámbito formal, pero quería plantearlo en el ámbito que me corresponde. 


SEÑOR MAHÍA.- Quiero dejar constancia de que comparto que se nos envíe la información de esa 
lista a la que hizo referencia la contadora Pérez Montero y que hay que solicitarla por nota al 
Directorio. Lo que no sé si suscribo es si corresponde preguntar por qué no se envió, en caso de su 
existencia; partiríamos de la base de que la conocen y no la enviaron. Hoy no me consta esa situación 
que se infiere de la última pregunta realizada. 


SEÑOR LORENZO.- Era una pregunta condicionada a la respuesta de la primera. Comparto lo que 
dice el señor Diputado Mahía. 


SEÑOR MAHÍA.- Como se va a elevar una nota dirigida al Directorio del Banco Hipotecario, me 
parecería más lógico enviar la versión taquígráfica por una cuestión de orden, y junto a ella solicitar la 
información, producto de la intervención del último ex Directorio. 


Con respecto a la información que dio el Directorio actual, parto de la base de que dio todo lo que estuvo a su 
alcance; si no dio más fue porque no tenía más. Me parece importante que quede constancia de ello en la 
versión taquigráfica. 


En cuanto a la invitación en sesión secreta del colega y compañero Martínez Huelmo, no me quedan claros 
los términos; no sé qué función cumplía. Me parece de orden que venga y que se le invite; no tengo voto acá, 
pero estoy de acuerdo con que se haga. Si el señor Diputado Lorenzo después quiere precisar en alguna 
conversación sus alcances, me parece de orden hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar las propuestas presentadas. 
(Se vota) 
———O cho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


